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Resumen 

La investigación se enfoca en la manera en que los contratos de servicios 

ocasionales y los nombramientos provisionales pueden llegar a influir en la precarización 

laboral de los servidores públicos ecuatorianos sujetos a la LOSEP. Para comprender esta 

realidad se trabajó con un enfoque cualitativo, descriptivo y analítico, apoyado en el 

análisis documental de normas, doctrina y cinco sentencias del Tribunal Distrital de lo 

Contencioso Administrativo de Quito. Lo encontrado permite advertir que el problema no 

está únicamente en la existencia de estas modalidades temporales, sino en su permanencia 

durante periodos prolongados, sobre todo cuando se utilizan para cubrir necesidades que, 

en la práctica, son permanentes, pues en esos casos pueden perder su sentido excepcional, 

generar inseguridad jurídica y afectar la estabilidad laboral. Las sentencias revisadas dejan 

ver, además, que existen diferencias en la forma de entender la estabilidad, los concursos 

de méritos y oposición, la motivación de los actos administrativos y los efectos que 

produce una relación laboral que se mantiene por largo tiempo. A partir de estos resultados 

se plantean lineamientos dirigidos a controlar la duración de estos vínculos, exigir una 

mejor motivación administrativa, promover los concursos cuando correspondan y aplicar 
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una matriz de alertas que ayude a reconocer con anticipación posibles situaciones de 

precarización laboral. 

Palabras clave: estabilidad laboral; empleo público; nombramiento provisional; 

precarización laboral; servicios ocasionales. 

 

Abstract 

This research focuses on how occasional service contracts and provisional 

appointments can contribute to the precarious employment conditions of Ecuadorian public 

servants governed by the LOSEP. To understand this situation, a qualitative, descriptive, 

and analytical approach was adopted, supported by a documentary analysis of regulations, 

legal doctrine, and five rulings from the Quito District Administrative Litigation Court. 

The findings indicate that the problem lies not merely in the existence of these  temporary 

arrangements, but in their persistence over extended periods—particularly when used to 

meet needs that are, in practice, permanent. In such cases, they lose their exceptional 

character, create legal uncertainty, and undermine job stability. Furthermore, the rulings 

reveal differing interpretations regarding job stability, merit-based competitive selection 

processes, the justification of administrative acts, and the implications of long-term 

employment relationships. Based on these results, the study proposes guidelines to regulate 

the duration of these arrangements, mandate better administrative justification, promote 

competitive selection processes where appropriate, and implement an alert matrix to help 

identify potential instances of precarious employment in advance. 

Keywords: job stability; public employment; provisional appointment; precarious 

employment; occasional services. 
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Introducción 

 

La investigación se desarrolló en un escenario donde la administración pública 

ecuatoriana había caminado durante años sobre una cuerda tensa, porque mientras se exigía 

eficiencia institucional, continuidad del servicio y capacidad de respuesta frente a cr isis 

políticas o presupuestarias, también se debía sostener, sin atajos, la garantía de derechos 

laborales que la Constitución de la República del Ecuador (2008) había reconocido como 

parte del trabajo digno, la seguridad jurídica y la igualdad, de modo que el empleo público 

no se convirtiera en una extensión del vaivén político ni en un espacio donde la estabilidad 

dependiera del humor de la autoridad de turno.  

En esa tensión se pudo observar que la Ley Orgánica del Servicio Público (2010) 

había configurado un régimen diferenciado entre los servidores de carrera,  mismos que son 

titulares de una estabilidad reforzada, y quienes ingresaban por nombramientos 

provisionales o contratos de servicios ocasionales, que son modalidades concebidas como 

transitorias y excepcionales, las cuales son útiles para necesidades puntuales, pero no se 

encuentran diseñadas para reemplazar la lógica de la carrera administrativa como regla de 

organización del servicio público (Ibarra, Gaspar, & Robles, 2021). 

Sin embargo, la literatura revisada y las decisiones judiciales analizadas permiten 

advertir que, en determinados casos, los nombramientos provisionales y los contratos de 

servicios ocasionales fueron utilizados durante periodos prolongados para cubrir vacantes o 

atender necesidades institucionales que no siempre conservaron un carácter estrictamente 

temporal (Galarza, Farah, Caveda, & Paz, 2025). Práctica que habría mantenido a ciertos 

servidores que desempeñaban funciones habituales sin las mismas garantías de estabilidad 
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reconocidas a quienes pertenecen a la carrera administrativa, dejándolos expuestos a ceses, 

no renovaciones o terminaciones del vínculo. 

En paralelo, se pudo advertir que la respuesta judicial no había sido uniforme, 

debido a que coexistieron criterios que limitaron la discrecionalidad administrativa y 

exigieron mayores estándares de protección, junto con otros que avalaron la transitoriedad 

sin reparos relevantes, generando de esa manera un marco de inseguridad jurídica que 

debilitó la previsibilidad del sistema y dejó a los servidores en inseguridad (Ibarra, Gaspar, 

& Robles, 2021). 

A partir de esa realidad, la problemática se definió de manera clara y concreta como 

la desnaturalización del carácter excepcional de los nombramientos provisionales y de los 

contratos de servicios ocasionales dentro del marco de la LOSEP (2010), y su posible 

incidencia en la precarización laboral en el sector público, entendida como la reducción 

efectiva de garantías vinculadas a la estabilidad, la igualdad frente a servidores de carrera, 

la continuidad del ingreso, la proyección de ascenso y el acceso pleno a condiciones 

laborales compatibles con el trabajo digno, impactos que la literatura sobre trabajo y 

precariedad había mostrado como fenómenos que no se quedan en el papel, porque 

terminan atravesando la vida cotidiana, la planificación familiar y la salud social de 

quienes trabajan (Hernandez, Flores, & Suarez, 2022).  

Partiendo de lo expuesto, se planteó la pregunta problema central ¿Cómo incidieron 

los nombramientos provisionales y los contratos de servicios ocasionales en la 

precarización laboral de los servidores públicos ecuatorianos amparados por la LOSEP? La 

pregunta se sostuvo debido a que el conflicto se da a causa del uso reiterado y a los 

criterios, a veces dispares, con los que se justificaron ceses y no renovaciones, lo cual 



12 

 

obligó a mirar su compatibilidad con el mandato constitucional de estabilidad, seguridad 

jurídica e igualdad, así como con estándares internacionales de protección del trabajo 

frente a decisiones arbitrarias. 

En coherencia con esa pregunta, el objetivo general para esta investigación fue 

analizar los efectos de los nombramientos provisionales y contratos de servicios 

ocasionales en la precarización laboral de los servidores públicos en el Ecuador, a partir de 

la normativa vigente, la jurisprudencia y los estudios académicos, con el objeto de 

proponer criterios para su tratamiento jurídico, para lograrlo se plantearon  objetivos 

específicos orientados a identificar el marco normativo aplicable bajo la LOSEP y su 

relación con los principios constitucionales de estabilidad laboral, describir las diferencias 

en derechos y garantías respecto de los servidores de carrera, examinar decisiones 

judiciales relevantes sobre estabilidad, ceses y desvinculaciones, y proponer lineamientos 

jurídicos y reformas que fortalecieran la estabilidad y redujeran la precarización laboral en 

el sector público, de manera tal que el estudio pueda ofrecer una lectura argumentada capaz 

de sostener propuestas con fundamento. 

La investigación se justificó dentro del marco del Derecho, y sobre todo en el 

campo del derecho administrativo y laboral público, debido a que permitió examinar un 

punto neurálgico de la carrera y del diseño institucional del Estado; la forma en que la 

administración gestionó vínculos laborales temporales y los límites reales de su 

discrecionalidad cuando esas modalidades dejan de operar como mecanismos excepcionales 

y son utilizadas para atender necesidades permanentes, pudiendo  generar efectos directos 

sobre principios constitucionales de trabajo digno, seguridad jurídica e igualdad.  
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De manera complementaria, se justificó como aporte al desarrollo científico y social 

del país porque buscó aportar claridad conceptual y orden interpretativo en un terreno 

donde la incertidumbre se había vuelto costumbre, aportando herramientas para 

comprender por qué ciertas prácticas produjeron rotación constante, debilitamiento de la 

continuidad institucional y litigiosidad repetida, y además porque los hallazgos se 

proyectaron como insumo para políticas públicas y reformas legales orientadas a fortalecer 

la función pública sin sacrificar derechos laborales, en un contexto donde la discusión 

sobre protección efectiva de derechos de servidores públicos seguía siendo un desafío 

vigente (Tapia, et al., 2025).  

En un plano más amplio, el estudio también se conectó con miradas teóricas sobre el 

trabajo como fenómeno atravesado por dinámicas históricas e institucionales, donde los 

regímenes de contratación reflejaron decisiones de poder y modelos de Estado, no simples 

trámites administrativos, lo que permitió leer el problema más allá de lo inmediato y 

comprender su lógica estructural (Bohórquez, 2009). 

En cuanto al diseño metodológico, la investigación se desarrolló bajo un enfoque 

cualitativo, con alcance descriptivo y analítico, y se apoyó en el análisis documental de 

normas, sentencias y doctrina como método central, de manera que el objeto no se 

persiguió con medición numérica, lo hizo con interpretación jurídica controlable, ordenada 

y verificable a través de fuentes; para ello se aplicaron técnicas de revisión de literatura en 

repositorios académicos y bases de datos jurídicas, sistematización y comparación 

normativa entre las modalidades contractuales previstas en la LOSEP, utilizando como 

instrumentos fichas de análisis doctrinal y jurisprudencial, matrices comparativas y cuadros 

sinópticos, lo cual permitió contrastar normativa, doctrina y jurisprudencia y construir una 
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lectura integral sobre cómo estas modalidades influyeron en la precarización laboral del 

sector público, sin depender de percepciones aisladas sino de patrones argumentativos y 

diferencias verificables entre regímenes. 

Bajo esa estructura, la hipótesis sostuvo que el uso recurrente o prolongado de 

nombramientos provisionales y contratos de servicios ocasionales podría constituir una 

forma de precarización laboral cuando se aparta de su carácter excepcional y afecta 

principios de estabilidad, seguridad jurídica e igualdad, debido a su aplicación no 

excepcional y al respaldo de interpretaciones jurisprudenciales diferentes, misma hipótesis  

que funcionó como una guía para orientar la lectura de las fuentes y de esa manera 

identificar, en la normativa y en la jurisprudencia, los puntos donde dejó de verse como 

excepcionalidad y la discrecionalidad se expandió más allá de lo razonable.  

En atención a lo expuesto, la estructura del trabajo se organizó por capítulos 

siguiendo una secuencia con un recorrido lógico, en el primer capítulo se desarrollaron los 

fundamentos conceptuales y doctrinales necesarios para comprender estabilidad laboral, 

precarización y discrecionalidad administrativa en el servicio público, de  manera tal que el 

problema se entendiera con categorías claras; se analizó además el marco normativo 

aplicable, sobre todo el diseño de la LOSEP y su relación con principios constitucionales y 

estándares pertinentes, para ubicar las reglas y sus límites, en el segundo capítulo se señaló 

el diseño metodológico realizado, los datos relevantes para la investigación y se trazó el 

camino para llegar a un resultado relevante 

En el tercer capítulo se examinó la jurisprudencia relevante sobre nombramientos 

provisionales, contratos ocasionales, ceses y desvinculaciones, de esa manera se pudo 

identificar tendencias, conflictos y criterios contradictorios;  para posteriormente formular 
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lineamientos jurídicos y propuestas de mejora mismas que fueron orientadas a fortalecer la 

estabilidad y reducir la precarización, cerrando con conclusiones y recomendaciones que 

sintetizaron los hallazgos y su utilidad para el debate académico, institucional y legislativo 

del Ecuador.  
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Capítulo 1: Marco Referencial 

 

La función pública en el Ecuador como escenario de derechos y de organización 

institucional 

La función pública en el Ecuador suele presentarse, a primera vista, como un 

aparato destinado a sostener la marcha diaria del Estado, mas, cuando se la mira con calma, 

aparece como algo más delicado y más decisivo, debido a que ahí circulan decisiones, 

recursos, responsabilidades y, sobre todo, la capacidad real de convertir normas en 

acciones concretas; en esa medida se trata puntualmente de un orden institucional que 

estructura la manera en la que funciona el servicio público y cómo se garantiza que la 

gestión dependa de reglas y procedimientos que, al menos en el diseño, buscan ser 

previsibles y controlables, de ahí que el enfoque de la aplicación normativa resulte útil para 

comprender este campo (Aguilera, Cedeño, Zambrano, & Tumbaco, 2024). 

En esa misma línea, la función pública también se entiende como el lugar donde se 

cruzan administración y política, no en el sentido partidista, más bien como el punto en que 

la organización del Estado define prioridades, ejecuta políticas y administra su propia 

capacidad, lo que explica la razón por la cual la estructura del empleo público importa 

tanto, debido a que una institución que no logra ordenar su personal de manera estable y 

transparente termina operando con fricciones internas, rotaciones y vacíos que se sienten, 

tarde o temprano, en la calidad del servicio, y esto no es una afirmación abstracta, debido a 

que la discusión sobre administración pública en Ecuador ha insistido en que el 

funcionamiento institucional depende de una gestión que combine dirección política con 
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reglas administrativas claras, capaces de sostener continuidad y evitar que el aparato estatal 

se vuelva errático o improvisado (Castro, Vera, Merino, & Conforme, 2022). 

Ahora bien, esa descripción institucional quedaría incompleta si se la separa del 

plano jurídico, porque en Ecuador la función pública es un espacio normativamente 

cargado, atravesado por principios y garantías que obligan a mirar el empleo público como 

escenario de derechos; la Constitución (2008), en su lógica de Estado constitucional, 

refuerza la idea de que la actuación administrativa debe estar amarrada a la legalidad, a la 

igualdad y a la seguridad jurídica, y desde ese marco la relación entre Estado y servidor 

público no puede reducirse a una relación de conveniencia administrativa, debe leerse 

como una relación sujeta a límites, controles y estándares de protección, mientras que la 

Ley Orgánica del Servicio Público (2010), como norma organizadora del régimen, 

operacionaliza ese diseño al estructurar modalidades de vinculación, deberes, derechos y 

reglas de administración del talento humano, de modo que la función pública se configura, 

al mismo tiempo, como herramienta institucional para sostener el servicio y como frontera 

jurídica para contener abusos o discrecionalidades que terminen vaciando de contenido las 

garantías reconocidas. 

Desde esa base, se vuelve más fácil entender que la función pública no es 

únicamente un “sector laboral” dentro del Estado, es algo mucho más complejo, la función 

pública organiza competencias, responsabilidades y mecanismos de decisión dentro de la 

administración, bajo qué reglas se toman decisiones, cómo se asignan responsabilidades y 

qué tan predecible resulta la administración para la ciudadanía y para quienes trabajan 

dentro de ella, por eso el empleo público termina siendo una pieza central de la capacidad 

estatal, no tanto por la cantidad de personas vinculadas, más bien porque de su estabilidad, 
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de su selección y de su gestión depende que el Estado conserve memoria institucional, 

aprenda de sus errores y ejecute políticas sin estar empezando de cero cada cierto tiempo, 

una idea que se refuerza en los enfoques recientes sobre servicio civil y empleo público, 

donde se insiste en que la profesionalización, la meritocracia y una flexibilidad bien 

delimitada son condiciones para que el aparato público responda mejor y, al mismo tiempo, 

para que no se convierta en un espacio frágil, atravesado por rotación constante o por 

decisiones difíciles de justificar (Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económicos, 2024). 

En este marco, la función pública aparece entonces como un escenario donde 

conviven dos exigencias que no siempre caminan al mismo ritmo, de un lado la necesidad 

institucional de eficacia y continuidad, y del otro la obligación de respetar condiciones de 

trabajo compatibles con dignidad y estabilidad razonable, lo que explica por qué la 

protección de derechos laborales en el servicio público se vuelve un tema especialmente 

sensible, en vista de que no se trata solo de “beneficios” individuales, más bien es la forma 

en que el Estado sostiene su propio funcionamiento sin deteriorar el piso de derechos que 

dice garantizar, y es precisamente aquí donde se abren preguntas sobre estabilidad, 

precarización y desnaturalización de modalidades temporales que la literatura reciente ya 

ha empezado a problematizar en el caso ecuatoriano, en particular cuando se observa que 

ciertas prácticas terminan generando incertidumbre, conflictos y respuestas dispares que 

alimentan la sensación de inseguridad jurídica (Ibarra, Gaspar, & Robles, 2021; Carrión, 

2024). 

En el caso ecuatoriano, la problemática se vuelve más visible porque el régimen del 

servicio público se apoya, al menos en su formulación, en la idea de que la administración 
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debe sostenerse con reglas de carrera, criterios de mérito y procedimientos que limiten el 

vaivén de la coyuntura, y justamente por eso la LOSEP (2010) funciona como una especie 

de columna vertebral del orden institucional, porque organiza categorías de personal y 

modalidades de vinculación; además de que pretende darle al Estado una lógica de 

continuidad que no dependa de relaciones personales o de cambios de dirección, en ese 

sentido, la función pública se entiende como un “diseño” que debería proteger tanto la 

eficiencia estatal como el piso de derechos de quienes trabajan dentro del aparato público, 

y cuando ese diseño se aplica con coherencia, la administración gana previsibilidad y el 

servidor público deja de estar expuesto a decisiones difusas o difíciles de controlar  

(Aguilera, Cedeño, Zambrano, & Tumbaco, 2024). 

La estabilidad laboral en el servicio público como categoría jurídica y garantía 

material 

La estabilidad laboral en el servicio público puede abordarse, en primer término, 

como una categoría jurídica que cumple una función de límite y de orden dentro de la 

relación entre el Estado y quienes trabajan para él, es una garantía que obliga a que la 

continuidad o la terminación del vínculo laboral se sometan a reglas, a causas y a 

procedimientos verificables, porque en un Estado constitucional la administración no 

decide como quien improvisa, decide bajo legalidad, y esa legalidad se vuelve 

especialmente exigente cuando lo que está en juego es el trabajo, la igualdad en el trato y la 

seguridad jurídica de una persona vinculada al aparato público (Borja & Pazmiño, 2020). 

Vista así, la estabilidad no es un “beneficio” aislado, se trata de una forma concreta 

de proteger frente a ceses arbitrarios o decisiones adoptadas con justificaciones débiles, por 

eso su densidad jurídica se expresa en la necesidad de motivación de los actos 
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administrativos que afectan la relación laboral (Espinosa & Barrionuevo, 2023), ya que la 

motivación funciona como la llave que permite controlar la discrecionalidad, exigir 

coherencia y evitar que una decisión se sostenga únicamente en fórmulas vacías, en otras 

palabras, cuando la administración desvincula o no renueva, la estabilidad se pone a prueba 

en la calidad del acto, en su fundamentación y en el cumplimiento de requisitos esenciales, 

debido a que es allí donde se puede distinguir si la decisión fue razonable, proporcional y 

ajustada a derecho, o si se utilizó la forma administrativa para encubrir una salida sin causa 

suficiente (Paguay & Morales, 2023). 

Desde el propio diseño normativo, la LOSEP (2010) organiza el régimen del 

servicio público y establece un marco que pretende equilibrar continuidad institucional con 

mecanismos de flexibilidad, de modo que la estabilidad se vincula, en su sentido más 

fuerte, con la lógica de carrera y con la idea de profesionalización del servicio civil, 

mientras que las modalidades temporales se conciben como excepcionales o situacionales, 

por ello, hablar de estabilidad como categoría jurídica implica también reconocer que su 

alcance no depende solo de que exista una norma que la mencione, sino de que el sistema 

respete la frontera entre lo permanente y lo transitorio, porque cuando esa frontera se 

difumina, la estabilidad pierde contenido real y se vuelve una expectativa frágil, sostenida 

más por la costumbre institucional que por garantías efectivas (Ibarra, Gaspar, & Robles, 

2021). 

En un segundo plano, la estabilidad laboral se vuelve una garantía material, es decir, 

algo que se siente en la vida administrativa cotidiana y que se puede reconocer por sus 

efectos, debido a que no basta con que el ordenamiento prometa protección si, en la 

práctica, el servidor público vive bajo un esquema donde cada periodo termina siendo una 
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especie de “prueba” silenciosa, sin certezas, sin explicaciones suficientes y con la 

sensación de que el vínculo depende más de decisiones internas que de reglas estables; por 

eso, cuando se habla de estabilidad como garantía material, se habla también de 

continuidad razonable, de previsibilidad y de condiciones mínimas para planificar la vida 

laboral, pero igualmente se habla de continuidad institucional, de memoria administrativa y 

de equipos que no se desarman por inercia, ya que un servicio público que gira demasiado 

rápido termina perdiendo capacidad y encarece su propio funcionamiento, aunque a corto 

plazo parezca “flexible” (Banco Interamericano para el Desarrollo, 2025). 

Con esa delimitación, la investigación asumió la estabilidad laboral como una 

categoría jurídica y una garantía material cuya eficacia puede verse comprometida en los 

vínculos temporales, debido a que en ellos existe un mayor riesgo de que la 

excepcionalidad se prolongue y que la terminación de la relación se sustente en una 

motivación insuficiente. Por ello, se analizó la manera en que la administración y la 

jurisprudencia han abordado la relación entre flexibilidad institucional y protección de 

derechos, tomando en cuenta que los criterios aplicados en estas decisiones influyen en la 

forma en que se organiza el empleo público y en el grado de seguridad jurídica reconocido 

a los servidores. A partir de este enfoque, el siguiente apartado examina las modalid ades de 

vinculación previstas en la LOSEP y los límites que justifican su carácter excepcional, 

como elementos necesarios para determinar el alcance real de la estabilidad laboral dentro 

del servicio público (Galarza, Farah, Caveda, & Paz, 2025). 

Modalidades de vinculación previstas en la LOSEP como diseño institucional  

En la LOSEP (2010), las modalidades de vinculación son una forma de “dibujar” el 

Estado por dentro, porque al definir cómo se ingresa, cómo se permanece y cómo se sale 
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del servicio público, la ley distribuye estabilidad, carrera, temporalidad y márgenes de 

decisión administrativa, por eso este apartado conviene leerlo como un diseño institucional 

más que como una enumeración, y el punto de arranque es casi obvio pero decisivo, el 

artículo 16 fija que para desempeñar un puesto público se requiere nombramiento o 

contrato legalmente expedido por la autoridad nominadora, con lo cual el vínculo no es un 

hecho informal, es un acto jurídico que habilita funciones, genera responsabilidades y 

permite control, de ahí que, en términos de investigación, cada modalidad importe no solo 

por su nombre, sino por las consecuencias que activa.  

Desde esa puerta de entrada, el primer gran bloque de la arquitectura lo conforman 

los nombramientos, porque son la forma típica con la que se estructura la carrera y, al 

mismo tiempo, se abren ciertos espacios de temporalidad o de dirección política, el a rtículo 

17  de la LOSEP ordena este universo al señalar que los nombramientos pueden ser 

permanentes, expedidos para llenar vacantes mediante el sistema de selección previsto en 

la ley, y provisionales, pensados para supuestos delimitados como cubrir el puesto de un 

servidor suspendido o destituido mientras se resuelve la instancia correspondiente, 

reemplazar licencias sin remuneración, ocupar puestos en comisión de servicios sin 

remuneración o en vacancia, atender posiciones del nivel jerárquico superior y, además, el 

período de prueba, y esta lista no es un detalle menor, porque deja ver que lo provisional se 

justifica por contingencias o transiciones, no como forma ordinaria de sostener funciones 

habituales, incluso cuando en la práctica se lo utilice así, el texto legal, por lo  menos en su 

diseño, pretende otra cosa (Ley Orgánica del Servicio Público, 2010).  

El mismo artículo 17 incorpora dos categorías que marcan zonas de menor 

estabilidad dentro del servicio público, el nombramiento de libre nombramiento y remoción 



23 

 

y el nombramiento de período fijo, y ahí es donde la LOSEP (2010) muestra con claridad 

que el Estado se organiza con distintos “regímenes” de permanencia según el tipo de 

función que se desempeña, porque no es lo mismo un puesto de carrera que uno de 

conducción política o estratégica, o uno cuya duración viene ya definida por mandato legal, 

lo relevante, para los fines de esta tesis, es que esta diferenciación se conecta directamente 

con la idea de carrera como regla y excepción como excepción, el artículo 81 lo expresa al 

establecer la carrera del servicio público como mecanismo para obtener eficiencia mediante 

méritos y oposición que garanticen estabilidad de servidores idóneos, y añade, con una 

frase que pesa mucho para el debate, que el régimen de libre nombramiento y remoción 

tiene carácter excepcional, incluso se prohíbe “reclasificar” puestos protegidos por carrera 

para remover a sus titulares, lo que revela que la ley intenta poner un límite institucional a 

la tentación de expandir lo removible hacia donde debería haber estabilidad.  

En esa misma línea, el artículo 85 aterriza el contenido del libre nombramiento y 

remoción y, de paso, ayuda a entender por qué esta modalidad suele ser tan litigiosa cuando 

se mezcla con prácticas de precarización o con decisiones poco motivadas, porque la norma 

habilita a la autoridad nominadora a designar y remover libremente a quienes ocupen 

ciertos puestos, y aclara que esa remoción no constituye destitución ni sanción 

disciplinaria, lo cual construye un espacio de flexibilidad real, pero también un campo 

donde el control jurídico se vuelve más fino, porque el hecho de que no sea sanción no 

elimina la necesidad de coherencia institucional ni borra la exigencia de actuar dentro de 

los límites del modelo, de ahí que resulte clave observar cómo se usa esta  figura y si se 

mantiene dentro de su justificación excepcional (Ley Orgánica del Servicio Público, 2010).  
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El segundo gran bloque, que se conecta de forma directa con el problema de 

investigación, es el de los contratos de servicios ocasionales, regulados en el artículo 58, 

donde la LOSEP (2010) habla sin rodeos de excepcionalidad, estos contratos son 

autorizados “de forma excepcional” para satisfacer necesidades institucionales no 

permanentes, requieren un informe motivado de la Unidad de Talento Humano y la 

existencia de partida presupuestaria y disponibilidad económica, además la norma fija un 

límite, la contratación ocasional no puede sobrepasar el veinte por ciento del total del 

personal de la entidad, salvo autorización previa del Ministerio de Trabajo, con lo cual el 

legislador intenta que lo ocasional opere como válvula para picos o proyectos, pero no 

como sustituto de la estructura permanente, y esto, para la tesis, es central porque permite 

plantear con soporte normativo que el uso reiterado de lo ocasional para cubrir funciones 

habituales no es solo una práctica cuestionable, sino una alteración del diseño institucional 

que la propia ley quiso delimitar.  

La excepcionalidad y su desnaturalización como problema estructural en el empleo 

público 

En el plano normativo, la LOSEP (2010) muestra que lo excepcional fue pensado 

con fronteras, el nombramiento provisional está ligado a supuestos concretos y transitorios, 

y el contrato de servicios ocasionales se describe como una figura autorizada de manera 

excepcional para necesidades institucionales no permanentes, además de estar 

condicionado a un informe motivado de Talento Humano y a límites porcentuales, pero la 

desnaturalización aparece cuando esas fronteras se vuelven porosas, porque el lenguaje de 

la temporalidad comienza a justificar lo permanente, y entonces lo que debía ser una 

respuesta puntual termina funcionando como un modelo de administración del personal, 
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con una consecuencia directa, se debilita la promesa de carrera y estabilidad como ejes del 

servicio público, y al mismo tiempo crece el espacio de discrecionalidad práctica, ya no 

solo en el ingreso, sino sobre todo en la permanencia, porque lo temporal facilita la 

desvinculación o la no renovación sin que necesariamente se activen con igual intensidad 

los controles y exigencias que deberían acompañar una decisión que afecta derechos 

(Barba, Lluguin, Castillo, & Guanolema, 2024). 

A nivel de derechos, la desnaturalización de la excepcionalidad suele manifestarse 

como precarización y como inseguridad jurídica, precarización porque el servidor queda 

atado a vínculos que no consolidan carrera y que facilitan salidas sin explicaciones sólidas, 

e inseguridad jurídica porque, cuando esas decisiones llegan a revisión, el debate se centra 

en si la administración actuó dentro del diseño excepcional o si lo utilizó para cubrir lo 

permanente, y allí emergen respuestas dispares, por la propia ambigüedad práctica que se 

produce cuando lo temporal se usa como costumbre, en otras palabras, la excepcionalidad 

desnaturalizada crea un terreno donde el control jurídico se vuelve más difícil, porque 

obliga a distinguir, caso a caso, si hubo necesidad real no permanente, si existió motivación 

suficiente, si se respetaron límites, y si el acto administrativo cumple requisitos que lo 

vuelvan defendible, lo cual explica por qué la fundamentación y la validez del acto 

administrativo se vuelven un eje inevitable cuando se estudia empleo público bajo 

modalidades temporales (Torres , 2024; Carrión, 2024). 

Precarización laboral 

La precarización laboral puede comprenderse como una condición en la que el 

vínculo de trabajo presenta niveles reducidos de estabilidad, previsibilidad y protección, lo 

que limita la posibilidad de sostener una trayectoria profesional continua y de accede r, en 
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condiciones de igualdad, a las garantías propias del régimen laboral aplicable ; En el 

empleo público, esta categoría adquiere una dimensión particular, debido a que la relación 

se desarrolla dentro de una estructura regulada por principios constitucionales, de manera 

que la fragilidad del vínculo depende de la forma en que la administración utiliza las 

modalidades temporales y adopta decisiones sobre su continuidad o terminación (Galarza, 

Farah, Caveda, & Paz, 2025). 

Para efectos de esta investigación, la precarización laboral será examinada a partir 

de criterios observables que permitan reducir apreciaciones subjetivas; dentro de los cuales 

se consideran la prolongación de contratos ocasionales o nombramientos provisionales más 

allá de la necesidad temporal que justificó su emisión, la existencia de renovaciones 

sucesivas, la permanencia en funciones ordinarias sin acceso a la carrera administra tiva y la 

desigualdad de protección respecto de servidores que realizan actividades comparables bajo 

nombramientos permanentes. Adicional a lo expuesto, se observará si la terminación o no 

renovación del vínculo estuvo respaldada por una motivación suficiente y si la actuación 

administrativa produjo conflictos que posteriormente fueron sometidos a control judicial.  

En el contexto ecuatoriano, la literatura revisada permite advertir que la 

precarización puede presentarse cuando una modalidad concebida como excepcional se 

prolonga y comienza a cubrir necesidades institucionales que mantienen continuidad en el 

tiempo; en estos supuestos, el servidor permanece sujeto a una relación temporal aun 

cuando las funciones desempeñadas formen parte del funcionamiento habitual de la 

entidad, lo que restringe su acceso a la carrera administrativa y mantiene su permanencia 

condicionada a renovaciones, informes internos o decisiones de no continuidad. Esta 

situación ha sido analizada especialmente respecto de los contratos de servicios 
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ocasionales, cuyo uso reiterado puede sostener actividades permanentes mediante una 

forma jurídica transitoria (Carrión, 2024). 

La precarización también puede manifestarse en la manera en que se adoptan y 

fundamentan las decisiones administrativas que afectan la continuidad laboral. Cuando los 

actos de terminación o no renovación contienen razones generales, omiten los antecedentes  

del vínculo o no explican la causa concreta de la decisión, se reduce la posibilidad de 

controlar si la administración actuó conforme a la ley y dentro de los límites de su 

discrecionalidad. Por esta razón, la motivación y la validez del acto administrativo 

constituyen criterios relevantes para identificar posibles condiciones de precarización, 

junto con la rotación del personal, la pérdida de continuidad institucional y la litigiosidad 

derivada de vínculos temporales prolongados (Haro & Rojas, 2025). 

Discrecionalidad administrativa, arbitrariedad y rotación política 

La discrecionalidad administrativa, en el empleo público, no es en sí misma un 

defecto del sistema, debido a que la administración necesita un margen para organizar 

recursos, asignar funciones y tomar decisiones frente a escenarios cambiantes, el problema 

aparece cuando ese margen se usa como si fuera una zona sin control, y allí la 

discrecionalidad se desliza hacia arbitrariedad, no por un cambio de nombre, más bien por 

un cambio de lógica, ya no se decide con razones verificables y con finalidad pública, se 

decide con conveniencia, con atajos o con criterios difíciles de sostener jurídicamente, por 

eso, conviene tratar la discrecionalidad como una herramienta que puede ser legítima, pero 

que solo lo es si permanece dentro de límites claros, legalidad, motivación suficiente, 

proporcionalidad y coherencia con el diseño institucional del servicio público  (Aponte, 
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Benavides, Vaca, Chiliquinga , & Chiliquinga, 2024; Barba, Lluguin, Castillo, & 

Guanolema, 2024). 

La arbitrariedad se vuelve especialmente visible cuando la decisión administrativa 

afecta la continuidad laboral, porque allí el poder de organización se convierte en poder de 

“cortar” trayectorias, y en el sector público ese corte no puede justificarse con silencios o 

con fórmulas vacías, de ahí que la motivación del acto administrativo sea el punto donde se 

revela si la discrecionalidad fue ejercida con racionalidad, en otras palabras, el acto 

motivado no es solo un requisito formal, es el mecanismo que permite controlar la finalidad 

pública de la decisión, descartar desviaciones y exigir que el Estado explique por qué actúa 

como actúa, y cuando esa explicación no existe o no resiste un análisis básico de 

coherencia, la arbitrariedad deja de ser una sospecha y se convierte en un riesgo 

estructural, porque abre la posibilidad de ceses o no renovaciones difícilmente controlables 

(Villavicencio, 2020). 

En ese contexto, la rotación política puede presentarse cuando los cambios de 

dirección o de autoridades inciden en la composición del personal, especialmente en 

espacios donde el régimen de libre nombramiento y remoción se aplica de manera 

expansiva o las modalidades temporales se utilizan como mecanismos de reorganización 

institucional. En estas circunstancias existe el riesgo de que la continuidad laboral dependa 

de decisiones coyunturales y no exclusivamente de criterios de mérito o de necesidades 

institucionales debidamente justificadas. Cabe destacar que lo mencionado no desconoce la 

existencia legítima de puestos de confianza o dirección, pero permite advertir que la 

extensión de esta lógica hacia funciones que deberían encontrarse sujetas a carrera y  
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profesionalización puede debilitar la estabilidad del servicio público y afectar su capacidad 

institucional (Banco Interamericano para el Desarrollo, 2025). 

Seguridad jurídica e igualdad en el empleo público 

La seguridad jurídica, en el empleo público, suele mencionarse como una idea 

amplia, pero en la práctica se vuelve algo muy concreto, es la posibilidad real de que las 

personas sepan a qué atenerse frente a la administración, que las reglas de ingreso, 

permanencia y salida no cambien como cambia el clima, y que las decisiones estatales no 

dependan de impulsos o criterios opacos, más bien normas aplicadas de forma coherente, 

en un Estado constitucional esto importa de manera especial porque el vínculo laboral con 

el Estado no es una relación cualquiera, el Estado actúa con poder, administra recursos 

públicos, y sus decisiones afectan proyectos de vida, por eso la seguridad jurídica funciona 

como un piso, si ese piso se fractura, el empleo público se vuelve un terreno incierto donde 

la legalidad existe en el papel, pero pierde previsibilidad en la experiencia cotidiana  

(Espinosa & Barrionuevo, 2023). 

Se debe tener en cuenta que esta seguridad jurídica se fortalece o se debilita, sobre 

todo, en el modo en que la administración motiva y formaliza sus actos, porque el acto 

administrativo es la forma en la que el Estado “habla” y decide, y cuando ese lenguaje es 

confuso, contradictorio o meramente formal, lo que se afecta no es solo una decisión 

puntual, se afecta la confianza en el sistema, de ahí que la fundamentación y la validez del 

acto administrativo se conviertan en piezas centrales para sostener seguridad jurídica, ya 

que permiten controlar si la administración actuó dentro de su competencia, con finalidad 

pública, con razones suficientes y respetando requisitos esenciales, en otras palabras, la 

seguridad jurídica no se preserva con declaraciones, se preserva cuando los actos tienen 
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coherencia interna, cuando explican por qué se decide y cuando resisten el examen jurídico 

sin necesidad de interpretaciones forzadas (Barba, Lluguin, Castillo, & Guanolema, 2024). 

La igualdad, por su parte, en el empleo público no se reduce a un ideal abstracto, se 

expresa en un trato no arbitrario entre personas que se encuentran en situaciones 

comparables, y esto cobra fuerza cuando se observa cómo la administración gestiona las 

modalidades de vinculación, porque si dos servidores realizan funciones similares, bajo 

necesidades institucionales similares, pero uno vive bajo estabilidad y el otro bajo 

renovaciones sucesivas o bajo una temporalidad estirada, la desigualdad no solo es salarial 

o de beneficios, también es una desigualdad de exposición al riesgo, de posibilidad de 

continuidad y de acceso a carrera, y ese es el punto donde la igualdad se conecta con la 

precarización, porque la precarización no solo precariza, también segmenta, crea categorías 

prácticas de servidores, unos con garantías fuertes y otros con garantías débiles, aunque 

sostengan tareas habituales para la institución (Carrión, 2024). 

En ese orden de ideas, la seguridad jurídica e igualdad se entienden como dos 

garantías que permiten evaluar si el diseño institucional del empleo público se está 

aplicando de forma coherente, y se observarán especialmente en el tratamiento de vínculos 

temporales y en la forma en que la administración fundamenta decisiones que afectan la 

permanencia, porque allí es donde se revela si el sistema opera con reglas claras y 

previsibles o si termina funcionando con prácticas que, aun siendo frecuentes, generan 

incertidumbre y trato desigual, alimentando la problemática estructural que atraviesa el 

objeto de estudio (Carrión, 2024). 
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Estándares internacionales de protección del trabajo como marco de referencia 

En este apartado, los estándares internacionales de protección del trabajo se 

presentan como un marco de referencia que permite evaluar el empleo público ecuatoriano 

con una vara externa, no para desplazar la LOSEP ni para convertir el análisis en una 

comparación mecánica, sino para ubicar la discusión sobre estabilidad, excepcionalidad y 

precarización dentro de un piso mínimo de garantías que el derecho internacional del 

trabajo y el enfoque de derechos humanos han venido consolidando, de modo que la 

pregunta de fondo no sea únicamente si la administración actuó “conforme a su práctica”, 

la cuestión es si esa práctica conserva coherencia con obligaciones y criterios que exigen 

que el trabajo, incluso en el sector público, se gestione con razonabilidad, previsibilidad y 

protección frente a decisiones que puedan volverse arbitrarias. 

Desde esa perspectiva, la Organización Internacional del Trabajo aporta un lenguaje 

especialmente útil porque no se limita a describir condiciones, propone estándares que, 

llevados al empleo público, funcionan como fronteras para que la flexibilidad no se 

convierta en vulnerabilidad, de esa manera, el debate sobre estabilidad deja de verse como 

una discusión puramente interna sobre carrera administrativa y se entiende como una pieza 

de “trabajo protegido”, donde el Estado, por ser Estado, debe extremar el cuidado cuando 

decide sobre permanencia, no renovación o terminación, ya que la relación no es simétrica 

y la administración actúa con poder público, en ese marco, la idea de trabajo digno y 

protegido ayuda a mostrar que la estabilidad razonable no compite con la eficiencia 

institucional, sino que puede sostenerla, porque reduce rotación innecesaria, preserva 

memoria administrativa y evita que la precariedad se instale como forma de gobierno del 

personal, algo que se vuelve más visible cuando se conecta con diagnósticos regionales 



32 

 

sobre empleo y condiciones laborales que la propia OIT viene publicando para América 

Latina y el Caribe (Organización Internacional del Trabajo, 2025a; Organización 

Internacional del Trabajo, 2025a) 

En relación con el objeto de estudio, los estándares internacionales se emplean 

como un marco complementario para examinar la protección frente a decisiones 

administrativas que afectan la continuidad laboral. En particular, el Convenio núm. 158 de 

la Organización Internacional del Trabajo (1981) ofrece un criterio orientador sobre la 

necesidad de que la terminación de una relación de trabajo responda a una causa justificada 

y pueda ser sometida a control. Aunque este instrumento no ha sido ratificado por Ecuador, 

su contenido resulta útil como referencia comparativa para valorar la motivación de los 

actos de terminación o no renovación dentro del servicio público, sin atribuirle carácter 

vinculante en el ordenamiento jurídico nacional. 

Estado del arte y antecedentes investigativos sobre estabilidad y derechos laborales en 

el servicio público ecuatoriano 

El estado del arte y los antecedentes investigativos sobre estabilidad y derechos 

laborales en el servicio público ecuatoriano muestran un campo que se ha ido densificando 

en los últimos años, aunque todavía se percibe cierta dispersión temática, como si varias 

conversaciones se desarrollaran en paralelo sin terminar de encontrarse, por un lado, se 

ubican estudios que leen la administración pública desde la gestión y el cumplimiento 

normativo, subrayando que el desempeño estatal depende de reglas aplicadas con 

consistencia y de una organización interna capaz de sostener decisiones previsibles, y por 

el otro se consolidan trabajos con enfoque más jurídico que discuten la estabilidad como 

garantía, la precarización vinculada a modalidades temporales y el papel que cumple el 
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acto administrativo cuando se termina o no se renueva un vínculo, en ese cruce se entiende 

que no basta mirar “la relación laboral” como si fuera un hecho aislado, porque en el 

servicio público el empleo está atado al modo en que el Estado se organiza, decide y 

justifica sus decisiones (Aguilera, Cedeño, Zambrano, & Tumbaco, 2024). 

Dentro de ese panorama, una primera línea de antecedentes se apoya en la idea de 

gestión pública como práctica sujeta a normativa y coherencia institucional, y desde allí se 

vuelve posible comprender que la estabilidad se afecta tanto por la existencia de un 

contrato o un nombramiento, como por la manera en que la administración aplica reglas, 

construye procedimientos y sostiene criterios internos, porque cuando la aplicación 

normativa es irregular o cambiante, lo que se resiente no es únicamente la eficiencia, 

también la seguridad jurídica de quienes trabajan en el aparato estatal, en ese sentido, estas 

aproximaciones resultan útiles para colocar el problema en su contexto, el empleo público 

como parte de un diseño institucional donde las decisiones sobre personal deber ían 

responder a una lógica pública controlable, no a impulsos o conveniencias que terminan 

erosionando previsibilidad (Borja & Pazmiño, 2020). 

Un segundo bloque de antecedentes, particularmente relevante para esta 

investigación, está compuesto por trabajos que se concentran en la fundamentación, los 

requisitos y la invalidez del acto administrativo, y aunque no siempre se presentan como 

“laborales” en sentido estricto, terminan siendo determinantes para el empleo público, 

porque el momento crítico de la estabilidad se expresa, casi siempre, en una decisión 

formal de la administración que afecta la permanencia, ya sea por terminación, por no 

renovación o por desvinculación, y en ese punto la discusión jurídica se desplaza hacia la 

motivación suficiente, la competencia, la finalidad pública y la existencia o no de vicios, 
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por eso estos estudios aportan un soporte técnico que permite sostener que la estabilidad, 

como garantía material, se juega en la calidad del acto administrativo y en su capacidad de 

resistir control, sin necesidad de interpretaciones forzadas o de fórmulas vacías que solo 

aparenten justificar una decisión ya tomada (Aponte, Benavides, Vaca, Chiliquinga , & 

Chiliquinga, 2024; Haro & Rojas, 2025). 

En paralelo, se identifican aportes que abordan de manera directa la estabilidad 

laboral en el servicio público ecuatoriano y su protección como derecho, aquí se encuentran 

textos que conceptualizan la estabilidad más allá de la simple permanencia, vinculándola 

con principios de seguridad jurídica, igualdad y límites a la arbitrariedad, al mismo tiempo 

que advierten las dificultades para su tutela efectiva cuando la gestión institucional se 

apoya en modalidades temporales o cuando la protección queda expuesta a respuestas 

desiguales, este grupo de trabajos resulta valioso porque ofrece un marco conceptual 

específico para el caso ecuatoriano y ayuda a fijar el sentido de la estabilidad como 

garantía, no como privilegio, además, dentro de esta línea también aparecen 

investigaciones que se enfocan en situaciones de especial protección, como las vinculadas a 

cuidado o discapacidad, lo que permite mirar la estabilidad no solo desde la regla general, 

sino desde escenarios donde la fragilidad del vínculo produce impactos más intensos y deja 

ver con mayor claridad la distancia entre el diseño normativo y su aplicación cotidiana.  

(Tapia, et al., 2025) 

Un cuarto bloque, que dialoga de manera directa con el problema estructural que 

sostiene esta tesis, se centra en la precarización laboral asociada al uso de contratos 

ocasionales y, en general, a la expansión práctica de modalidades temporales, aquí los 

estudios recientes no se quedan en describir la figura, sino que analizan cómo la 
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temporalidad, cuando se repite y se prolonga para cubrir funciones habituales, produce un 

efecto de inestabilidad sostenida, restringe el acceso real a carrera y facilita salidas con 

baja densidad justificativa, lo que termina trasladándose a conflicto y l itigio, y resulta 

especialmente significativo que existan trabajos que ponen atención en el rol de las 

Unidades de Administración de Talento Humano, porque allí se muestra que la 

precarización no se explica solo por decisiones individuales, sino por rutinas 

institucionales, informes y criterios que, cuando se vuelven estándar, consolidan la 

excepción como costumbre y normalizan una forma de vinculación frágil dentro del Estado 

(Carrión, 2024). 

Este estado del arte se completa con aportes comparados y diagnósticos regionales 

que, aunque no se refieren exclusivamente a Ecuador, sirven para situar el debate en 

discusiones más amplias sobre servicio civil, meritocracia, flexibilidad y capacidades 

estatales, en esa literatura aparece una idea que se repite, la estabilidad razonable no es un 

obstáculo para la gestión, es una condición para sostener continuidad, memoria 

institucional y confianza en el aparato público, mientras que una flexibilidad sin límites 

puede producir rotación, pérdida de experiencia y mayor conflictividad, por eso estas 

referencias ayudan a sostener que la precarización no es solo un problema individual o 

laboral, sino un síntoma de un modo de organizar el empleo público que termina 

debilitando el funcionamiento institucional, y en consecuencia dan contexto para 

comprender por qué la discusión ecuatoriana sobre excepcionalidad desnaturalizada no está 

aislada, sino que se conecta con tensiones estructurales presentes en la región  (Comisión 

Económica para América Latina y el Caribe, 2024; Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos, 2024; Organización Internacional del Trabajo, 2025a) . 
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Con todo, los antecedentes también dejan ver vacíos que justifican la investigación, 

se observa, primero, una fragmentación frecuente entre estudios de gestión pública, análisis 

de estabilidad y trabajos sobre acto administrativo, cuando en la práctica esos elementos se 

encadenan y se refuerzan, segundo, falta todavía una articulación más directa entre el 

diseño de excepcionalidad previsto en la LOSEP (2010), su uso prolongado como práctica 

institucional y el papel que cumple la motivación del acto administrativo como frontera 

entre discrecionalidad legítima y arbitrariedad, y tercero, se percibe la necesidad de 

sistematizar con mayor claridad cómo se han venido construyendo criterios y respuestas en 

el plano administrativo y judicial, porque allí es donde se materializa la inseguridad 

jurídica que atraviesa el problema de estudio, desde ese punto, esta tesis se ubica como un 

esfuerzo por coser esas piezas en un mismo tejido, mostrando la precarización como un 

resultado institucional que se da cuando lo excepcional ocupa el lugar de lo estructural y 

cuando el control de razones y procedimientos pierde uniformidad. 

Categorías de análisis que orientaron el estudio  

En esta investigación, las categorías de análisis cumplieron la función de ordenar la 

lectura del problema para que el estudio no se quede en una descripción de normas ni se 

pierda en casos aislados, más bien que pueda sostener una línea coherente entre di seño 

legal, práctica administrativa y efectos sobre derechos, por eso se seleccionaron categorías 

que permiten observar el empleo público como un sistema y, al mismo tiempo, capturar los 

puntos donde ese sistema se tensiona cuando la excepcionalidad deja de ser excepcional y 

comienza a operar como regla. 

La primera categoría se definió como diseño institucional del empleo público, 

entendida como la arquitectura normativa que organiza el servicio público y distribuye 
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formas de vinculación, competencias y responsabilidades, esta categoría permitió ubicar el 

“marco de orden” desde el cual se explica por qué la estabilidad no depende únicamente de 

una voluntad administrativa, sino de reglas preexistentes que pretenden orientar la 

profesionalización, la continuidad del servicio y el control de decisiones, en ese sentido, la 

Constitución (2008) y la LOSEP (2010) se asumieron como el punto de partida para leer 

cómo el Estado concibe el empleo público y cuáles son los límites y finalidades que 

justifican sus modalidades de vinculación. 

En relación directa con lo anterior, se trabajó la categoría modalidades de 

vinculación y excepcionalidad, enfocada en cómo las figuras previstas por la LOSEP 

funcionan como mecanismos con efectos concretos sobre carrera, estabilidad y posibilidad 

de permanencia, dentro de esta categoría se incorporó el componente de desnaturalización 

de la excepcionalidad, entendido como el proceso mediante el cual lo provisional o lo 

ocasional, concebido para necesidades temporales, se utiliza de forma reiterada o 

prolongada para cubrir funciones habituales, y con ello se altera el sentido del diseño 

institucional, esta categoría permitió identificar patrones de uso, repetición y normalización 

de vínculos temporales y conectar esos patrones con la problemática de precarización y 

conflictividad que se observa en el debate contemporáneo sobre empleo público (Carrión, 

2024). 

La tercera categoría se formuló como estabilidad laboral como categoría jurídica y 

garantía material, y se asumió como un eje central del estudio, no en el sentido de 

permanencia automática, sino como garantía de protección frente a decisiones arbitrarias,  

asociada a previsibilidad, reglas claras de ingreso y salida y coherencia institucional, esta 

categoría permitió leer la estabilidad como un estándar exigible y no como un beneficio, y 
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se vinculó de forma directa con una categoría complementaria que resultó imprescindible 

para el análisis, la motivación y validez del acto administrativo, porque en el servicio 

público la estabilidad se pone a prueba cuando la administración decide termina r o no 

renovar un vínculo, y allí la discusión se desplaza hacia la suficiencia de la 

fundamentación, el cumplimiento de requisitos esenciales, la finalidad pública y la 

posibilidad de control de la decisión, de modo que esta categoría sirvió para diferenc iar 

discrecionalidad legítima de arbitrariedad práctica y para comprender cómo ciertas formas 

de precarización se vuelven estructurales cuando el acto administrativo se debilita como 

mecanismo de garantía (Aponte, Benavides, Vaca, Chiliquinga , & Chiliquinga, 2024; 

Ibarra, Gaspar, & Robles, 2021). 

Se incorporaron categorías orientadas a captar el impacto y el “resultado” 

institucional de esas tensiones, por un lado, seguridad jurídica e igualdad en el empleo 

público, entendidas como garantías que se afectan cuando la administración aplica criterios 

variables, segmenta de facto a servidores que realizan funciones comparables o produce 

decisiones impredecibles que alimentan incertidumbre y litigio, y por otro lado, estándares 

internacionales de protección del trabajo, utilizados como marco de referencia para valorar 

la razonabilidad del uso de modalidades excepcionales y la necesidad de decisiones 

controlables cuando se afecta la continuidad laboral, estas categorías permitieron situar el 

problema no solo como conflicto interno de gestión, sino como tensión de garantías en un 

Estado que, por su propia naturaleza, tiene el deber reforzado de proteger derechos en el 

mundo del trabajo (Galarza, Farah, Caveda, & Paz, 2025). 
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Capítulo 2: Investigación 

  

Enfoque, alcance y tipo de investigación 

La investigación se desarrolló bajo un enfoque cualitativo, en la medida en que el 

interés central de la investigación fue comprender, desde la lógica jurídica e institucional, 

cómo operan las modalidades de vinculación previstas en la LOSEP y de qué manera su 

uso práctico incide en la estabilidad laboral y en la protección de derechos dentro del 

empleo público; dicho enfoque permitió trabajar con el material donde el fenómeno 

realmente se expresa, normas, doctrina y jurisprudencia, y, a partir de su lectura 

sistemática, identificar patrones de aplicación, conflictos interpretativos y consecuencias 

jurídicas que no suelen advertirse cuando se observa el problema únicamente desde su 

formulación normativa. 

En cuanto al alcance, el estudio tuvo un carácter descriptivo y analítico de manera 

complementaria, fue descriptivo porque se propuso caracterizar el diseño institucional del 

empleo público previsto en la LOSEP, distinguiendo modalidades de vinculación, 

supuestos de excepcionalidad y reglas que inciden en estabilidad, y fue analítico porque 

examinó la manera en la que ese diseño se traduce en prácticas administrativas y en 

respuestas jurisdiccionales, especialmente cuando lo excepcional se desnaturaliza y 

comienza a funcionar como mecanismo ordinario, generando efectos de precarización, 

inseguridad jurídica y desigualdad en el trato; en ese sentido, el análisis buscó interpretar la 

coherencia entre norma, práctica y criterio judicial, atendiendo a los estándares de 

motivación y validez del acto administrativo como punto de control de la discrecionalidad.  
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Por su tipo, se trató de una investigación jurídica de carácter documental, orientada 

al análisis de fuentes primarias y secundarias, dentro del primer grupo se incluyeron la 

Constitución de la República del Ecuador, la LOSEP y normativa relacionada, también se 

recurrió a la revisión de  decisiones relevantes de la Corte Constitucional y de los 

tribunales contencioso-administrativos, mientras que en el segundo se incorporó literatura 

académica y doctrinal reciente sobre estabilidad laboral, precarización en el sector público 

y fundamentos del acto administrativo; si bien el estudio incorporó apoyos cuantitativos de 

carácter descriptivo para ordenar el corpus documental, tales elementos se utilizaron 

únicamente como recurso de sistematización y visualización, sin alterar la naturaleza 

cualitativa del enfoque ni su finalidad interpretativa. 

Método y justificación del análisis documental 

El método adoptado fue el análisis documental, debido a que el fenómeno estudiado 

se manifiesta, principalmente, en fuentes escritas que contienen el diseño formal del 

empleo público y su traducción práctica en decisiones concretas, en el caso ecuatoriano,  la 

estabilidad laboral, la excepcionalidad de ciertas modalidades de vinculación y su posible 

desnaturalización no pueden comprenderse de manera suficiente sin leer, de forma 

articulada, el texto normativo que estructura el régimen del servicio público, la doctrina 

que ha problematizado sus conflictos y, sobre todo, la jurisprudencia que revela cómo se 

interpretan y aplican esas reglas cuando se discute la continuidad del vínculo laboral.  

La elección de este método se justifica porque la investigación buscó reconstruir 

criterios jurídicos e institucionales a partir de documentos que tienen fuerza normativa, 

interpretativa o argumentativa; en esa línea, el análisis documental permitió identi ficar 

cómo la LOSEP define y delimita modalidades como el nombramiento provisional o el 
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contrato de servicios ocasionales, qué finalidad se les atribuye y qué límites se establecen, 

para luego contrastar ese diseño con los razonamientos presentes en fallos relevantes, 

donde se discuten decisiones de terminación, no renovación o desvinculación, y donde la 

motivación y la validez del acto administrativo operan como frontera entre discrecionalidad 

legítima y arbitrariedad. 

Además, el análisis documental resultó adecuado debido a que ofrece una forma de 

trabajo trazable y verificable, en la medida en que cada hallazgo puede vincularse con un 

texto específico, un artículo, un criterio jurisprudencial o una postura doctrinal, evitando 

que las conclusiones se apoyen únicamente en impresiones generales; de esa manera el 

método permitió sistematizar el corpus, extraer categorías y subcategorías de análisis, y 

construir matrices comparativas que hicieron posible ordenar diferencias normativas y 

patrones argumentativos, lo cual fortaleció la consistencia del estudio y facilitó integrar, 

más adelante, tablas y gráficos descriptivos orientados a mostrar la composición del corpus 

y la recurrencia de ciertos criterios sin convertir la investigación en un ejercicio 

cuantitativo. 

Fuentes y construcción del corpus de investigación 

La construcción del corpus se realizó con la intención de que el análisis pudiera 

sostenerse en documentos concretos, rastreables y comparables entre sí, por esa razón el 

corpus se organizó en tres capas que dialogan entre ellas, la normativa como base de diseño 

institucional, la jurisprudencia como expresión de aplicación y conflicto, y la doctrina 

como espacio donde se discuten categorías, tensiones y enfoques interpretativos, en 

conjunto, este recorte permitió contrastar lo que la LOSEP prevé, lo que la administración 
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y los tribunales terminan haciendo con esas figuras, y lo que la literatura reciente ha 

observado sobre estabilidad, precarización y garantías. 

Corpus normativo 

El corpus normativo se integró con normas que estructuran el régimen del empleo 

público ecuatoriano y que, por su jerarquía o por su función organizadora, resultan 

indispensables para comprender la estabilidad laboral como garantía y la excepcionalidad 

como diseño institucional; en este nivel se consideró, como punto de partida, la 

Constitución de la República del Ecuador, en tanto fija el marco general de derechos, 

principios y límites de la actuación administrativa, y se incorporó la Ley Orgánica del 

Servicio Público (LOSEP) por ser el cuerpo legal que define modalidades de vinculación, 

reglas de carrera, supuestos de temporalidad y títulos habilitantes.  

Corpus jurisprudencial 

El corpus jurisprudencial principal estuvo integrado por cinco sentencias emitidas 

por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo con sede en Quito, 

correspondientes a procesos iniciados entre 2018 y 2020, en los que se discutieron 

controversias relacionadas con contratos de servicios ocasionales, nombramientos 

provisionales, concursos de méritos y oposición, terminación de vínculos temporales y 

reconocimiento de derechos derivados de relaciones laborales prolongadas. La selección 

respondió a la relación directa de estos casos con el objeto de estudio, pues todos examinan 

situaciones en las que la continuidad del servidor estuvo condicionada por la naturaleza 

temporal del vínculo, la ausencia o ejecución de un concurso, la motivación del acto 

administrativo o la duración de la relación mantenida con una entidad pública.  
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La búsqueda jurisprudencial se desarrolló mediante el Sistema Automático de 

Trámite Judicial Ecuatoriano y se complementó con el repositorio oficial de la Corte 

Constitucional del Ecuador; la revisión comprendió procesos iniciados entre 2018 y 2020 

que guardaban relación con modalidades temporales previstas en la LOSEP. Para localizar 

las decisiones se emplearon expresiones vinculadas con los contratos de servicios 

ocasionales y los nombramientos provisionales, junto con términos referidos a la 

estabilidad laboral, la terminación del vínculo, el concurso de méritos y oposición, la 

motivación del acto administrativo y la precarización laboral.  

Como resultado se reunieron seis decisiones relacionadas con el objeto de estudio, 

de las cuales cinco correspondían al Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo 

con sede en Quito y una a la Corte Constitucional, las cinco sentencias contencioso-

administrativas fueron seleccionadas para el análisis comparativo, la sentencia 

constitucional se utilizó como parámetro complementario para examinar la exigencia del 

concurso de méritos y oposición como vía de ingreso definitivo al servicio público.  

Como criterios de inclusión se consideraron las decisiones que abordaran de manera 

directa la utilización o terminación de modalidades temporales reguladas por la LOSEP, 

que permitieran conocer el tiempo aproximado de vinculación y que contuvieran un 

pronunciamiento sobre estabilidad, motivación administrativa, concursos públicos, 

seguridad jurídica, confianza legítima o derechos derivados de una permanencia 

prolongada. Se excluyeron los procesos referidos al sector privado, casos sometidos a 

regímenes especiales ajenos a la LOSEP, controversias que no guardaban relación con la 

continuidad o terminación del vínculo y las decisiones cuyo contenido no permitía 

reconstruir el razonamiento judicial aplicado. 
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Los cinco procesos fueron escogidos porque, aun cuando comparten una 

problemática vinculada con la temporalidad del empleo público, presentan diferencias 

relevantes. En el juicio No. 17811-2019-00787 se privilegió la naturaleza formal del 

contrato ocasional y se negó la existencia de estabilidad, mientras que en el proceso No. 

17811-2018-01639 se reconoció el uso excesivo de figuras temporales durante más de diez 

años, aunque se descartó que esa permanencia pudiera sustituir el concurso de méritos y 

oposición. En el juicio No. 17811-2020-01116 se controló la legalidad de un concurso cuya 

prueba técnica no correspondía al perfil del cargo, en el proceso No. 17811-2019-00219 se 

protegió la temporalidad fijada por la propia administración en un nombramiento 

provisional y, finalmente, en el juicio No. 17811-2019-01287 se reconocieron efectos 

jurídicos derivados de una relación sostenida durante aproximadamente veintiún años bajo 

modalidades temporales. 

De manera complementaria, se incorporó la Sentencia No. 18-21-CN/21 y 

acumulado de la Corte Constitucional del Ecuador, como un parámetro constitucional de 

contraste; su inclusión se justificó porque desarrolla la exigencia del concurso de méritos y 

oposición como mecanismo de ingreso definitivo al servicio público y permite examinar la 

tensión existente entre la regularización de relaciones temporales prolongadas y el respeto 

a los principios de mérito e igualdad entre postulantes.  

El corpus posee un alcance cualitativo e ilustrativo, por lo que los resultados 

obtenidos no pueden generalizarse a todas las instituciones públicas ni a la totalidad de la 

jurisprudencia ecuatoriana, dentro de sus principales límites se encuentran el número 

reducido de sentencias, la concentración de los cinco procesos en un mismo Tribunal 

Distrital y la diversidad de derechos discutidos, pues algunos casos se relacionan con 
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reintegro, otros con concursos, confianza legítima o beneficios de jubilación. A pesar de 

estas limitaciones, su análisis permite comparar criterios judiciales distintos y reconocer, 

dentro del material examinado, patrones vinculados con la duración de los  vínculos 

temporales, la exigencia del concurso público, la motivación de las decisiones 

administrativas y los efectos jurídicos de la permanencia prolongada.  

Corpus doctrinal y bibliográfico 

El corpus doctrinal y bibliográfico se integró con literatura académica reciente y 

pertinente sobre administración pública, estabilidad laboral en el servicio público, 

precarización en modalidades temporales, y control del acto administrativo, con preferencia 

por publicaciones de los últimos cinco años cuando fue posible, sin cerrar la puerta a textos 

anteriores que cumplan una función estrictamente conceptual o de contexto, siempre que su 

incorporación sea necesaria y no sustituible por literatura más actual, se utilizó con una 

finalidad doble, por un lado, delimitar categorías de análisis y aportar definiciones 

operativas que permitan sostener el marco teórico sin recurrir a generalidades, y por otro 

lado, ofrecer discusión y contraste interpretativo frente a lo que muestran la norma y la 

jurisprudencia. 

Criterios de inclusión y exclusión 

Para garantizar coherencia y evitar un corpus excesivamente amplio o disperso, se 

aplicaron criterios de inclusión y exclusión orientados a mantener una relación directa con 

el objeto de estudio; se incluyeron documentos que cumplieran, de manera conjunta o 

predominante, con al menos una de estas condiciones, que regulen o interpreten 

modalidades de vinculación del servicio público previstas en la LOSEP, que analicen 

estabilidad laboral o precarización en el sector público, o que desarrollen estándares sobre 
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motivación, requisitos y validez del acto administrativo en decisiones que afecten la 

permanencia, se priorizaron fuentes con identificabilidad clara, texto completo accesible y 

aporte argumentativo verificable, de manera que cada hallazgo pudiera rastrear se sin 

ambigüedad. 

Técnicas aplicadas 

Para sostener el análisis documental con un procedimiento claro y verificable, se 

aplicaron técnicas que permitieron, primero, construir un panorama académico actualizado, 

después, ordenar la jurisprudencia como un cuerpo comparativo y no como casos suelto s, y, 

finalmente, contrastar el diseño normativo de la LOSEP desde sus propias modalidades, 

evitando lecturas fragmentarias, dichas técnicas se aplicaron de manera articulada, de modo 

que la literatura aportara categorías y debates, la jurisprudencia mostrara criterios de 

aplicación y conflicto, y la comparación normativa permitiera identificar dónde la 

excepcionalidad está prevista como límite y dónde puede desbordarse en la práctica.  

Revisión de literatura 

La revisión de literatura se desarrolló con el propósito de identificar aportes 

recientes y relevantes sobre estabilidad laboral en el sector público, precarización 

vinculada a modalidades temporales, y control jurídico de decisiones administrativas que 

afectan la permanencia; para ello se recurrió a repositorios académicos, revistas científicas 

y bases de datos jurídicas, priorizando publicaciones de los últimos cinco años cuando 

existieron trabajos pertinentes, y complementando con textos anteriores únicamente cuando 

aportaban definiciones conceptuales indispensables o referentes doctrinales que siguen 

siendo utilizados por la literatura contemporánea. 
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Sistematización jurisprudencial 

La sistematización jurisprudencial se aplicó como técnica para convertir el conjunto 

de fallos seleccionados en un corpus analizable de forma comparativa; en lugar de tratar 

cada decisión como un caso aislado, se extrajeron elementos constantes que permitieran 

observar patrones, tensiones y divergencias, especialmente en controversias sobre 

terminación, no renovación, estabilidad, motivación del acto administrativo y uso de 

modalidades temporales previstas en la LOSEP. 

Comparación normativa 

La comparación normativa se utilizó para analizar, de manera ordenada, las 

modalidades de vinculación previstas en la LOSEP como un diseño institucional que 

distribuye estabilidad, temporalidad, carrera administrativa y márgenes de discrecionalidad, 

la cual permitió distinguir la finalidad de cada modalidad, sus supuestos de procedencia, 

requisitos y límites, así como los efectos expresos o implícitos sobre estabilidad y acceso a 

carrera, con el propósito de contar con un marco preciso que sirva luego para evaluar si la 

práctica administrativa y los criterios judiciales se mantienen dentro de ese diseño o lo 

desnaturalizan. 

La comparación se realizó mediante matrices que colocan, en paralelo, variables 

estables para cada modalidad, como naturaleza del vínculo, finalidad, duración, requisitos, 

mecanismos de control, relación con carrera y nivel de protección frente a terminaci ón o no 

renovación, dicho enfoque comparativo permitió identificar puntos críticos, por ejemplo, 

dónde la norma insiste en excepcionalidad, qué condiciones la delimitan y qué vacíos o 

zonas grises pueden facilitar su uso ordinario, de manera que el análisis posterior no se 

base en intuiciones, sino en contrastes normativos estructurados. 
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Instrumentos de recolección y organización del dato documental 

Para que el análisis documental no se redujera a una lectura narrativa de normas y 

sentencias, se utilizaron instrumentos diseñados para registrar información de forma 

homogénea, comparable y trazable, de modo que cada hallazgo pudiera vincularse con su 

fuente y, al mismo tiempo, pudiera ser contrastado con otros documentos del corpus sin 

perder coherencia. Estos instrumentos cumplieron una función práctica, ordenar el material 

y reducir la dispersión, pero también una función metodológica, garantizar que la 

interpretación se apoye en evidencia sistematizada y no en impresiones aisladas, lo cual 

resulta especialmente relevante cuando se examinan fenómenos como excepcionalidad, 

estabilidad y precarización, donde una sola decisión o un solo artículo puede cambiar el 

sentido de una conclusión. 

El primer instrumento fue la ficha de análisis doctrinal,  misma que se usó con el fin 

de organizar la literatura seleccionada y extraer, de manera consistente, los aportes que 

dialogan con las categorías del estudio; con la cual se pudo registrar datos básicos de 

identificación de la fuente y, sobre todo, sintetizar la tesis central del autor,  los conceptos 

utilizados, el aporte específico para comprender estabilidad, precarización o control del 

acto administrativo, y los conflictos o debates que el texto propone.  

El segundo instrumento correspondió a las fichas de análisis jurisprudencial, 

diseñadas para capturar, en cada sentencia, los elementos necesarios para comparar 

decisiones y detectar patrones, las cuales incluyeron información relevante, como órgano 

jurisdiccional, año, tipo de proceso, modalidad de vinculación discutida, hecho generador 

del conflicto, argumento jurídico central, tratamiento de la motivación del acto 
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administrativo, resultado de la decisión y efectos vinculados a estabilidad o derechos 

laborales.  

Tabla 1  

Modelo de ficha de análisis jurisprudencial 

Campo de análisis Información registrada 

Código de la ficha Identificación asignada dentro del corpus 

Número del proceso Número completo de la causa judicial 

Órgano jurisdiccional Tribunal o Corte que emitió la decisión 

Fecha de la sentencia Día, mes y año de emisión 

Partes procesales Servidor accionante y entidad pública demandada 

Tipo de proceso Vía judicial mediante la cual se tramitó la controversia 

Modalidad de vinculación Contrato ocasional o nombramiento provisional 

Tiempo de servicio Duración aproximada de la relación con la entidad 

Antecedentes relevantes Hechos que originaron el conflicto 

Acto administrativo impugnado Memorando, oficio o acción de personal cuestionada 

Problema jurídico Cuestión principal resuelta por el órgano jurisdiccional 

Normativa aplicada Disposiciones utilizadas para fundamentar la decisión 

Argumento del servidor Fundamentos principales de la pretensión 

Argumento de la entidad Razones utilizadas para defender la actuación 

administrativa 

Motivación del acto 

administrativo 

Forma en que se justificó la terminación o no renovación 
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Criterio del Tribunal Interpretación jurídica adoptada en la sentencia 

Decisión Aceptación, rechazo o aceptación parcial de la demanda 

Efectos jurídicos Reintegro, pago de derechos o confirmación del acto 

Categoría de análisis Estabilidad, precarización, seguridad jurídica o 

motivación 

Observaciones Elementos relevantes para la comparación con otros 

casos 

Fuente: Elaboración propia. 

El tercer instrumento fue la matriz comparativa de modalidades de vinculación 

previstas en la LOSEP, misma que fue elaborada con el fin de analizar el diseño 

institucional del empleo público desde variables estables y comparables, la cual permitió 

colocar, en paralelo, modalidades como nombramientos y contratos ocasionales, y registrar 

para cada una su naturaleza jurídica, finalidad, supuestos de procedencia, requisitos, 

límites, relación con carrera, nivel de estabilidad y mecanismos de control.   
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Capítulo 3: Discusión de los datos (y propuesta de intervención) 

 

Presentación del corpus analizado 

Corpus normativo, jurisprudencial y doctrinal 

El corpus de la investigación se estructuró a partir de tres bloques documentales que 

permitieron observar el problema desde distintos planos, sin reducirlo únicamente a la 

lectura de la norma ni a la revisión aislada de sentencias, por lo que se integraron fuentes 

normativas, jurisprudenciales y doctrinales vinculadas con la estabilidad laboral en el 

servicio público, los contratos de servicios ocasionales, los nombramientos provisionales, 

la motivación del acto administrativo y la precarización laboral como efecto del uso 

prolongado de vínculos temporales.  

La forma de organización permitió que el análisis se complementara, porque la 

Constitución de la República del Ecuador (2008) fija los principios generales del trabajo, la 

igualdad, la seguridad jurídica y el ingreso al servicio público mediante concurso de 

méritos y oposición, mientras que la Ley Orgánica del Servicio Público (2010) desarrolla 

las modalidades de vinculación y los límites del régimen administrativo laboral aplicable a 

los servidores públicos. 

El corpus normativo fue conformado por la normativa vigente, partiendo por la 

Constitución (2008), la LOSEP (2010) y su Reglamento General (2011),  en razón de que 

estas normas permiten ubicar el diseño jurídico que distingue entre servidores de carrera, 

contratos ocasionales, nombramientos provisionales y otras formas de vinculación dentro 

del sector público. El Reglamento General a la LOSEP (2011) precisa condiciones de 

aplicación y terminación de las modalidades temporales.  
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A este bloque se incorporó también el Código Orgánico Administrativo (2017), en 

razón de que sus reglas sobre el acto administrativo permiten examinar la calidad del acto 

administrativo que dispone ceses, terminaciones o no renovaciones, mientras que el Código 

Orgánico General de Procesos (2015) fue considerado por su relación con la acción 

subjetiva, el control de legalidad y el trámite contencioso-administrativo mediante el cual 

se revisan este tipo de controversias. 

Dentro del mismo bloque normativo se incluyeron normas técnicas del Ministerio 

del Trabajo, debido a que el problema también se relaciona con los concursos de méritos y 

oposición y con la regularización de servidores que han permanecido varios años bajo 

vínculos temporales. La Norma para la Aplicación de la Disposición Transitoria Undécima 

a la LOSEP (2017) permitió examinar el tratamiento jurídico de quienes prestaron servicios 

por cuatro años o más en la misma institución y continuaban vinculados al momento de su 

aplicación, mientras que la normativa sobre el Subsistema de Selección de Personal del 

Sector Público sirvió para valorar la correspondencia entre el perfil del cargo, las pruebas 

técnicas, la transparencia del concurso y la selección de la persona más idónea para ocupar 

una vacante pública (Ministerio de Relaciones Laborales, 2014).  

El corpus jurisprudencial estuvo integrado por sentencias del Tribunal Distrital de lo 

Contencioso Administrativo con sede en Quito, mismas que fueron seleccionadas por su 

relación directa con la terminación de contratos ocasionales,  finalización de 

nombramientos provisionales, aplicación de concursos de méritos y oposición,  seguridad 

jurídica,  confianza legítima y  efectos materiales de la precarización laboral ; en este grupo 

se analizaron decisiones en las que los tribunales adoptaron criterios distintos frente a 

problemas semejantes, en razón de que en algunos casos se privilegió la forma del vínculo 
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y la ausencia de concurso para negar estabilidad,  así como sucedió en procesos vinculados 

con contratos ocasionales y nombramientos provisionales, mientras que en otros se 

controló la actuación administrativa cuando la entidad no respetó la temporalidad fijada en 

el propio nombramiento o cuando ejecutó concursos con fallas técnicas que afectaban la 

legalidad del procedimiento.  

En ese bloque jurisprudencial se incorporó la Sentencia No. 18-21-CN/21 y 

acumulado de la Corte Constitucional del Ecuador (2021), puesto que su análisis sobre el 

concurso de méritos y oposición permitió reforzar la idea de que el acceso definitivo al 

servicio público no puede prescindir del mérito ni de la igualdad entre postulantes, incluso 

cuando existan normas transitorias orientadas a regularizar situaciones prolongadas de 

vinculación temporal; lo cual fue relevante debido a que el estudio pretende mostrar que la 

exigencia constitucional del concurso público convive con otra obligación igualmente 

relevante, que es impedir que la administración utilice figuras excepcionales durante años y 

luego traslade al servidor las consecuencias de una irregularidad que ella misma produjo. 

El corpus doctrinal y bibliográfico se integró con estudios recientes sobre 

administración pública, estabilidad laboral, precarización, derechos laborales de servidores 

públicos, acto administrativo y servicio civil; para comprender el funcionamiento 

institucional de la administración pública ecuatoriana se consideraron aportes sobre gestión 

pública y aplicación normativa, debido a que el empleo público debe analizarse como parte 

de una estructura estatal que debe actuar conforme a reglas, competencias y finalidades 

públicas (Aguilera, Cedeño, Zambrano, & Tumbaco, 2024). En la misma línea, los estudios 

sobre administración pública y política en Ecuador permitieron situar el problema dentro de 
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una gestión estatal atravesada por cambios institucionales, decisiones de dirección y 

tensiones entre eficiencia y estabilidad (Castro, Vera, Merino, & Conforme, 2022). 

Para el análisis del acto administrativo se utilizaron fuentes que abordan su 

fundamentación, invalidez y requisitos esenciales, ya que muchas controversias sobre 

contratos ocasionales y nombramientos provisionales se resuelven, en la práctica, a partir 

de la calidad de la motivación y de la legalidad del acto que termina el vínculo. Aponte et 

al. (2024) aportan al estudio de la fundamentación de los actos administrativos desde la 

exigencia de motivación suficiente, mientras que Barba et al.  (2024) realizan un examen 

sobre los vicios que afectan la validez del acto dentro del régimen administrativo 

ecuatoriano; de manera complementaria, Haro & Rojas (2025) fueron útiles para relacionar 

la falta de requisitos fundamentales del acto administrativo con sus efectos jurídicos.  

En cuanto a la estabilidad laboral y la precarización, se incorporaron estudios que 

permitieron sostener las categorías centrales del capítulo desde una mirada jurídica y 

social; Ibarra et al. (2021) abordan el derecho a la estabilidad laboral en el servicio público 

ecuatoriano y ofrecen una base directa para contrastar la estabilidad formal de los 

servidores de carrera con la fragilidad de quienes permanecen bajo vínculos temporales; 

Carrión (2024), por su parte, analiza la precarización laboral en los contratos ocasionales 

de los servidores públicos ecuatorianos, lo mencionado se complementó con Torres (2024), 

quien examina el papel de las Unidades de Administración de Talento Humano frente a los 

contratos ocasionales, y con Galarza et al. (2025), cuyo estudio sobre los retos en la 

protección de derechos laborales de servidores públicos permitió ubicar el problema dentro 

de una discusión más amplia. 
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Por último, se incorporaron informes y estándares internacionales que sirvieron 

como marco de contraste, con el fin de poder observar el caso ecuatoriano dentro de una 

discusión regional sobre empleo público y protección frente a la inestabilidad laboral. El 

Banco Interamericano de Desarrollo (2025) aporta una mirada sobre fortalecimiento del 

servicio civil, meritocracia e inclusión en América Latina, mientras que la OCDE (2024) 

permite contrastar la necesidad de flexibilidad administrativa con la exigencia de mantener 

servicios públicos profesionales y estables.  

La Organización Internacional del Trabajo, a través del Convenio núm. 158 (1981), 

ofrece un referente sobre terminación de la relación de trabajo y necesidad de evitar 

decisiones carentes de causa válida, y sus panoramas laborales recientes permiten situar la 

precarización dentro de tendencias regionales del trabajo (Organización Internacional del 

Trabajo, 2025b).  

Matriz general de sentencias revisadas 

Para organizar el análisis jurisprudencial se elaboró una matriz general con las 

sentencias contencioso-administrativas revisadas, tomando como criterios mínimos el 

número de proceso, la modalidad de vinculación discutida, el tiempo aproximado de 

servicio, la decisión adoptada por el Tribunal y la utilidad concreta de cada caso para la 

investigación. Esta matriz permite observar, de manera ordenada, que los conflictos 

atraviesan contratos de servicios ocasionales, nombramientos provisionales, concursos de 

méritos y oposición, incentivos por jubilación, confianza legítima y actos administrativos 

cuya motivación fue revisada con distintos niveles de intensidad judicial.  
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Tabla 2  

Matriz general de sentencias revisadas 

No. Proceso Caso / entidad 

demandada 

Modalidad de 

vinculación 

discutida 

Tiempo 

aproximado de 

servicio 

Decisión del 

Tribunal 

Utilidad para la 

investigación 

1 Juicio 

No. 

17811-

2019-

00787 

Fausto Edwin 

Cruz 

Llumiquinga 

contra 

Ministerio de 

Salud Pública 

Contrato de 

servicios 

ocasionales 

Tres años y nueve 

meses desde su 

reingreso en 2015 

hasta la terminación 

en 2019 

Se negó la demanda y 

se ratificó la validez 

del acto 

administrativo que 

terminó 

unilateralmente el 

contrato 

Permite identificar una 

línea restrictiva, donde el 

Tribunal privilegia la 

naturaleza formal del 

contrato ocasional y 

sostiene que este no genera 

estabilidad laboral ni 

derecho al reintegro, aun 

cuando existió una relación 

prolongada y evaluaciones 

favorables del servidor. 
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2 Juicio 

No. 

17811-

2018-

01639 

Paola Katherine 

Alarcón 

Argudo contra 

Corporación 

Financiera 

Nacional B.P. 

Contratos 

ocasionales 

sucesivos y 

nombramientos 

provisionales 

Más de diez años de 

vinculación 

continua, desde 

2008 hasta 2018 

Se rechazó 

completamente la 

demanda 

Sirve para mostrar una 

postura formalista con 

reconocimiento del exceso 

administrativo, porque el 

Tribunal acepta que hubo 

abuso en el uso de figuras 

temporales, pero concluye 

que la permanencia 

prolongada no sustituye el 

concurso de méritos y 

oposición ni convierte a la 

servidora en funcionaria de 

carrera. 

3 Juicio 

No. 

17811-

Wilson 

Eduardo Tuz 

Malquin contra 

Contrato de 

servicios 

ocasionales 

Aproximadamente 

quince años de 

servicio 

Se aceptó 

parcialmente la 

demanda, se declaró 

Aporta una línea 

intermedia, porque el 

Tribunal no reconoce 
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2020-

01116 

GAD 

Municipal de 

Tulcán 

vinculado a 

concurso bajo la 

Disposición 

Transitoria 

Undécima de la 

LOSEP 

la ilegalidad del 

memorando y de la 

acción de personal, y 

se ordenó el reintegro 

hasta que se declare 

ganador del concurso 

correspondiente 

estabilidad plena de 

carrera, pero sí controla la 

arbitrariedad 

administrativa cuando el 

concurso fue mal ejecutado 

y la prueba técnica no 

correspondía al perfil del 

cargo, demostrando que la 

temporalidad del vínculo 

no elimina la obligación de 

actuar con legalidad y 

razonabilidad. 

4 Juicio 

No. 

17811-

Lorena Mireya 

Moposita 

Herrera contra 

Consejo de 

Nombramiento 

provisional 

precedido por 

contratos de 

Desde 2014 hasta la 

terminación del 

nombramiento en 

2018 

Se aceptó 

parcialmente la 

demanda y se ordenó 

la restitución al cargo 

Es útil para analizar 

seguridad jurídica y 

confianza legítima, porque 

el Tribunal sostuvo que, 
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2019-

00219 

Participación 

Ciudadana y 

Control Social 

servicios 

ocasionales 

hasta que se cumpla 

la temporalidad 

prevista en el propio 

nombramiento 

aunque el nombramiento 

provisional no genera 

estabilidad de carrera, la 

administración debía 

respetar la condición fijada 

en el acto de 

nombramiento, esto es, 

mantenerlo hasta que se 

realice el concurso y se 

posesione al ganador. 

5 Juicio 

No. 

17811-

2019-

01287 

César Alfonso 

Campos 

Sampedro 

contra 

Ministerio de 

Educación 

Contratos 

ocasionales, 

renovaciones y 

nombramiento 

provisional 

docente 

Aproximadamente 

veintiún años de 

servicio en 

instituciones 

educativas públicas 

Se aceptó 

parcialmente la 

demanda, se declaró 

nulo el oficio 

impugnado y se 

ordenó el pago del 

Constituye el caso más 

fuerte para la categoría de 

precarización laboral, 

porque el Tribunal 

reconoció expresamente 

que mantener al docente 
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incentivo económico 

por jubilación 

obligatoria, sin 

intereses 

durante más de dos 

décadas bajo vínculos 

temporales evidenció una 

actuación irregular de la 

administración, y que esa 

precariedad no podía 

usarse luego para negarle 

un derecho económico 

derivado de su jubilación. 

Fuente: Elaboración propia a partir de las sentencias contencioso-administrativas revisadas dentro de los juicios No. 

17811-2019-00787, No. 17811-2018-01639, No. 17811-2020-01116, No. 17811-2019-00219 y No. 17811-2019-01287.
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A partir de esta matriz se observa que el corpus jurisprudencial no presenta una 

respuesta uniforme frente al uso prolongado de contratos ocasionales y nombramientos 

provisionales, pues algunas decisiones mantienen una lectura estricta de la falta de 

estabilidad por ausencia de concurso público, mientras otras introducen límites a la 

administración cuando se incumple la temporalidad del nombramiento, se ejecutan 

concursos defectuosos o se pretende trasladar al servidor las consecuencias de una práctica 

institucional irregular.  

En el corpus analizado, la precarización laboral aparece asociada con la reiteración 

de vínculos temporales, la falta de regularización oportuna y la debilidad de ciertos actos 

administrativos, mientras que la respuesta judicial puede, según las particular idades de 

cada caso, mantener la fragilidad del vínculo o corregir parcialmente algunos de sus 

efectos. 

Análisis jurisprudencial de los casos revisados 

Contratos ocasionales y nombramientos provisionales frente a la estabilidad 

laboral 

Los contratos de servicios ocasionales y los nombramientos provisionales se 

encuentran en la LOSEP (2010) como mecanismos de vinculación temporal, pensados para 

atender necesidades institucionales específicas, por ello, su relación con la estabilidad 

laboral resulta problemática cuando estas figuras dejan de operar como una respuesta 

excepcional y pasan a sostener funciones permanentes durante varios años. Desde el diseño 

normativo, la estabilidad plena se vincula con el ingreso mediante concurso de méritos y 

oposición, conforme al artículo 228 de la Constitución (2008), mientras que los vínculos 

ocasionales o provisionales quedan ubicados en una zona de menor protección, aunque ello 
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no significa que la administración pueda utilizarlos sin límites ni que el servidor quede 

completamente desprovisto de garantías frente a decisiones arbitrarias.  

Tabla 3  

Criterios judiciales sobre estabilidad en contratos ocasionales y nombramientos 

provisionales 

Caso 

analizado 

Modalidad 

discutida 

Criterio del Tribunal sobre 

estabilidad 

Lectura para la 

investigación 

Juicio No. 

17811-

2019-

00787 

Contrato de 

servicios 

ocasionales 

El contrato ocasional no 

genera estabilidad laboral ni 

derecho adquirido a 

nombramiento permanente, 

por lo que puede terminarse 

unilateralmente conforme a la 

LOSEP y su Reglamento. 

Representa una línea 

restrictiva, centrada en la 

forma jurídica del 

contrato y no en la 

duración material del 

vínculo. 

Juicio No. 

17811-

2018-

01639 

Contratos 

ocasionales 

sucesivos y 

nombramientos 

provisionales 

La permanencia prolongada 

no sustituye el concurso de 

méritos y oposición ni 

convierte a la servidora en 

funcionaria de carrera. 

Muestra una problemática 

importante, pues el 

Tribunal reconoce el 

exceso administrativo en 

el uso de figuras 

temporales, pero no 

concede estabilidad plena. 
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Juicio No. 

17811-

2019-

00219 

Nombramiento 

provisional 

El nombramiento provisional 

no genera estabilidad de 

carrera, pero la 

administración debe respetar 

la temporalidad fijada en el 

propio acto administrativo. 

Permite sostener que la 

falta de estabilidad plena 

no elimina la seguridad 

jurídica ni la confianza 

legítima del servidor. 

Fuente: Elaboración propia a partir de las sentencias contencioso-administrativas 

revisadas. 

En el juicio No. 17811-2019-00787, el Tribunal Distrital de lo Contencioso 

Administrativo de Quito analizó la situación de un servidor del Ministerio de Salud Pública 

que había sido vinculado mediante contrato de servicios ocasionales y cuyo contrato fue 

terminado unilateralmente por la administración. El actor sostuvo que su relación no era 

realmente ocasional, debido a que había permanecido vinculado desde junio de 2015 hasta 

marzo de 2019, además de haber obtenido una evaluación favorable en el desempeño de sus 

funciones, sin embargo, el Tribunal rechazó la demanda y ratificó la validez del acto 

administrativo, al considerar que los contratos suscritos identificaban expresamente la 

modalidad de servicios ocasionales y que, conforme al artículo 58 de la LOSEP (2010) y al 

artículo 146 literal f) de su Reglamento (2011), estos contratos no generan estabilidad ni 

derecho adquirido a nombramiento permanente.  

Una lógica semejante se advierte en el juicio No. 17811-2018-01639, el cual estuvo 

relacionado con una servidora de la Corporación Financiera Nacional B.P. quien 

permaneció vinculada por más de diez años mediante contratos ocasionales sucesivos y 

nombramientos provisionales; en este caso específico, el Tribunal reconoció que la 
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administración había incurrido en un exceso al utilizar durante largo tiempo figuras 

temporales de prestación de servicios, pero concluyó que esa permanencia no podía 

convertir a la actora en servidora de carrera, en razón de que no había ingresado mediante 

concurso de méritos y oposición.  

Estos casos permiten observar que, en una parte de la jurisprudencia contencioso-

administrativa, la estabilidad laboral es una consecuencia estrictamente ligada al concurso 

público. Bajo esa lectura, el contrato ocasional y el nombramiento provisional conservan su 

naturaleza precaria aunque se repitan durante años, lo cual produce un resultado complejo, 

pues el servidor puede cumplir funciones ordinarias, sostener procesos institucionales y 

permanecer durante largos periodos en la misma entidad, pero seguir sin acceso a las 

garantías propias de la carrera administrativa (Ibarra, Gaspar, & Robles, 2021). Esta 

situación coincide con los estudios que advierten que la precarización en el servicio 

público surge por su reiteración y por su utilización para cubrir necesidades que, en la 

práctica, no parecen transitorias (Carrión, 2024). 

Desde esta perspectiva, la discusión no consiste en afirmar que todo contrato 

ocasional o nombramiento provisional deba transformarse automáticamente en 

nombramiento definitivo, porque aquello chocaría con el principio constitucional de mérito 

y oposición, sino en reconocer que la administración no puede beneficiarse 

indefinidamente de una relación laboral temporal y luego invocar esa misma temporalidad 

para negar cualquier efecto protector. La estabilidad laboral, en estos casos, no aparece 

como una garantía absoluta, pero sí como un criterio de control frente a la 

desnaturalización de las modalidades excepcionales, sobre todo cuando la relación se 
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prolonga, la necesidad institucional permanece y el acto de terminación se limita a 

reproducir fórmulas generales sobre la falta de estabilidad.  

En consecuencia, los casos revisados muestran que la estabilidad laboral en el 

servicio público ecuatoriano se encuentra atravesada por un conflicto difícil de resolver;  

por un lado, el concurso de méritos y oposición constituye la puerta legítima de ingreso a la 

carrera administrativa; por otro lado, la repetición prolongada de contratos ocasionales y 

nombramientos provisionales produce una forma de precarización que afecta la seguridad 

jurídica, la previsibilidad laboral y la igualdad frente a servidores  que realizan funciones 

comparables bajo un régimen más estable.  

Terminación del vínculo, motivación del acto administrativo y control judicial  

La terminación del vínculo laboral en el servicio público no puede analizarse 

únicamente desde la denominación formal del contrato o del nombramiento, porque detrás 

de cada acto de cese, no renovación o finalización existe una decisión administrativa que 

debe sujetarse a competencia, legalidad, motivación y respeto a las condiciones que la 

propia institución generó en el servidor. En este punto, el problema está en examinar si la 

administración puede extinguir esos vínculos con una explicación mínima, con fórmulas 

generales o incluso incumpliendo la temporalidad fijada en sus propios actos.  
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Tabla 4 

Control judicial sobre la terminación del vínculo y motivación del acto 

administrativo 

Caso 

analizado 

Acto 

administrativo 

impugnado 

Problema 

identificado 

Criterio del 

Tribunal 

Aporte para el 

análisis 

Juicio No. 

17811-

2019-

00787 

Memorando No. 

MSP-CGAF-

2019-0315-M 

Terminación 

unilateral de 

contrato 

ocasional 

El Tribunal validó el 

acto porque 

consideró que el 

contrato ocasional 

podía terminarse 

unilateralmente 

conforme a la 

LOSEP y su 

Reglamento. 

Muestra un 

control judicial 

limitado, centrado 

en la forma del 

vínculo y no en la 

duración material 

de la relación 

laboral. 

Juicio No. 

17811-

2019-

00219 

Acción de 

Personal No. 

0000000822 

Terminación de 

nombramiento 

provisional sin 

acreditar 

concurso ni 

posesión del 

ganador 

El Tribunal declaró 

ilegal el acto porque 

la administración no 

respetó la 

temporalidad fijada 

en el propio 

Evidencia que la 

falta de 

estabilidad de 

carrera no elimina 

la seguridad 

jurídica ni la 
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nombramiento 

provisional. 

confianza 

legítima. 

Juicio No. 

17811-

2020-

01116 

Memorando No. 

597-JTH-

GADMT-2020 y 

Acción de 

Personal No. 

198A-JTH-2020 

Concurso mal 

aplicado y 

terminación del 

contrato 

ocasional 

El Tribunal declaró 

ilegal la actuación 

administrativa 

porque la prueba 

técnica no 

correspondía al 

perfil del cargo y la 

terminación no 

estaba debidamente 

justificada. 

Permite sostener 

que la 

administración no 

puede usar un 

concurso 

defectuoso como 

vía para terminar 

un vínculo 

temporal. 

Fuente: Elaboración propia a partir de las sentencias contencioso-administrativas 

revisadas. 

En el juicio No. 17811-2019-00787, relacionado con la terminación unilateral de un 

contrato de servicios ocasionales en el Ministerio de Salud Pública, el Tribunal validó el 

acto administrativo al considerar que la autoridad tenía competencia delegada y que el 

vínculo podía finalizar conforme al artículo 58 de la LOSEP y al artículo 146 literal f) de 

su Reglamento. En esta decisión, el control judicial se concentró en verificar la naturaleza 

formal del contrato, la existencia de cláusulas que negaban estabilidad y la facultad de 

terminación unilateral, sin extender el análisis hacia la duración material del vínculo ni 

hacia la posible permanencia de la necesidad institucional cubierta por el servidor.  
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Distinta lectura se puede verificar en el juicio No. 17811-2019-00219, donde el 

Tribunal examinó la terminación de un nombramiento provisional otorgado por el Consejo 

de Participación Ciudadana y Control Social; en este caso puntual, la administración había 

concedido el nombramiento con una condición expresa; esto es, que su vigencia se 

mantendría mientras dure el concurso de méritos y oposición y se posesione al ganador ; 

pese a lo mencionado, el acto de terminación se justificó en intereses institucionales, sin 

que la entidad demostrara que el concurso se hubiera realizado o que la vacante hubiese 

sido ocupada por una persona ganadora. Mas, el Tribunal declaró ilegal la acción de 

personal y ordenó la restitución de la servidora hasta que se cumpla la temporalidad 

prevista en el acto original, lo cual pone en evidencia el hecho de que el nombramiento 

provisional sí puede generar una expectativa jurídica protegible cuando la propia 

administración fija las condiciones de duración del vínculo. 

El control judicial también es más intenso si la terminación del vínculo se conecta 

con un concurso de méritos y oposición mal aplicado, como ocurrió en el juicio No. 17811 -

2020-01116, seguido contra el GAD Municipal de Tulcán;  en el cual el servidor había 

participado en un concurso convocado bajo la Disposición Transitoria Undécima de la 

LOSEP, pero el Tribunal advirtió que la prueba técnica no guardaba relación suficiente con 

el perfil del cargo de médico, debido a que la mayoría de preguntas abordaban materias 

ajenas a las funciones propias del puesto.  

En estos casos se aprecia que la motivación debe explicar la causa concreta de la 

terminación, señalar el sustento fáctico que la respalda y demostrar de qué manera la 

decisión se ajusta al marco normativo aplicable, debido a que el simple cumplimiento 

formal de mencionar una disposición legal no garantiza la validez del acto si los hechos, el 
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procedimiento seguido y la finalidad de la decisión no guardan relación con esa norma. 

Cuando el acto utiliza expresiones generales como “intereses institucionales”, “terminación 

unilateral” o “necesidad institucional” sin vincularlas con circunstancias ve rificables, el 

control judicial puede determinar que la decisión carece de una motivación suficiente y que 

la actuación administrativa no se ajustó plenamente a derecho. 

También se observa que el control judicial no ha sido uniforme; debido a que en 

algunas sentencias, como el proceso No. 17811-2019-00787, el Tribunal valida la 

terminación a partir de la naturaleza ocasional del contrato y de la facultad normativa de 

finalizarlo unilateralmente, mas, en otros, como los procesos No. 17811-2019-00219 y No. 

17811-2020-01116, el análisis se concentra en el comportamiento concreto de la 

administración, la coherencia del acto, la temporalidad previamente fijada y la legalidad 

del procedimiento de concurso.  

Precarización laboral y efectos materiales de la permanencia prolongada 

La precarización laboral se advierte con mayor claridad cuando las modalidades 

temporales se prolongan durante varios años y terminan sosteniendo funciones que 

conservan continuidad dentro de la institución; dentro del corpus analizado, esta situación 

se refleja en el proceso seguido contra el Ministerio de Educación, donde el servidor 

permaneció aproximadamente veintiún años bajo contratos ocasionales y un nombramiento 

provisional, así como en el caso de la Corporación Financiera Nacional B.P., en el que l a 

vinculación se extendió por más de diez años mediante figuras temporales sucesivas. Una 

situación semejante se presentó en el proceso contra el GAD Municipal de Tulcán, donde el 

servidor acumuló alrededor de quince años de servicio antes de que el Tribunal examinara 

las irregularidades del concurso relacionado con su permanencia. 
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Estos casos permiten observar que la fragilidad laboral surge de su prolongación sin 

acceso efectivo a la carrera administrativa y de la permanencia de necesidades 

institucionales que continúan siendo atendidas por servidores sin estabilidad plena. Aunque 

las respuestas judiciales fueron diferentes, las tres decisiones muestran la problemática 

existente entre la exigencia constitucional del concurso de méritos y oposición y los efectos 

producidos por relaciones laborales sostenidas durante largos periodos bajo modalidades 

excepcionales, lo cual coincide con lo señalado por Carrión (2024) e Ibarra et al. (2021) 

respecto de la necesidad de valorar la estabilidad desde las condiciones materiales en las 

que se presta el trabajo. 

El caso más representativo dentro del corpus revisado es el juicio No. 17811-2019-

01287, mismo que fue seguido por César Alfonso Campos Sampedro contra el Ministerio 

de Educación, debido a que el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo 

reconoció expresamente que el actor había mantenido una relación de dependencia con 

instituciones educativas públicas durante aproximadamente veintiún años, primero 

mediante contratos ocasionales, renovaciones y acciones de personal, y luego bajo 

nombramiento provisional docente; lo relevante de esta sentencia se encuentra en la forma 

en que el Tribunal leyó ese tiempo, pues sostuvo que mantener al accionante durante más 

de dos décadas sin formalizar su situación mediante el concurso correspondiente era una 

actuación irregular de la administración y, a todas luces, una forma de precarización 

laboral. 

La decisión desplaza el análisis desde la estabilidad formal hacia los efectos 

materiales de la relación laboral prolongada; el Ministerio de Educación negó al actor el 

incentivo económico por jubilación obligatoria bajo el argumento de que no contaba con 
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nombramiento permanente, mas, el Tribunal consideró que esa interpretación era restrictiva 

y contraria a una lectura favorable de los derechos, en razón de que el actor había prestado 

servicios durante años en el sistema educativo público y cumplía con los requisitos propios 

de la jubilación.  

El contraste con otros casos revisados permite entender mejor la importancia de este 

criterio. En el juicio No. 17811-2018-01639, por ejemplo, el Tribunal reconoció que la 

administración había incurrido en un exceso al mantener por más de diez años a una 

servidora mediante contratos ocasionales y nombramientos provisionales, pero rechazó la 

demanda porque la permanencia prolongada no podía sustituir el concurso de méritos y 

oposición exigido por la Constitución. En cambio, en el caso de César Alfonso Campos  

Sampedro, el Tribunal no convirtió el vínculo temporal en nombramiento definitivo, pero sí 

reconoció que la relación sostenida por veintiún años produjo consecuencias jurídicas que 

no podían ser ignoradas, especialmente cuando se trataba de un derecho económico ligado 

a la jubilación.  

Propuesta de intervención jurídica e institucional 

La propuesta de intervención jurídica e institucional se plantea como una respuesta 

práctica frente a los hallazgos obtenidos en el análisis normativo, doctrinal y 

jurisprudencial, especialmente porque los casos revisados sugieren que el problema se 

encuentra en el uso reiterado de estas figuras para cubrir necesidades que, en la práctica, 

parecen permanentes. En ese sentido, la propuesta busca establecer criterios mínimos para 

evitar que la excepcionalidad se convierta en una forma ordinaria de vinculación laboral, 

con efectos de incertidumbre, rotación, debilitamiento de derechos y aumento de 

conflictividad judicial. 
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La necesidad de esta propuesta se sostiene en un conflicto que apareció con claridad 

en las sentencias analizadas; por un lado, el ingreso definitivo al servicio público exige 

concurso de méritos y oposición, conforme al artículo 228 de la Constitución; por otro 

lado, la administración no puede mantener durante años a una persona bajo vínculos 

temporales y luego negar cualquier efecto jurídico derivado de esa permanencia, como si la 

relación laboral no hubiera producido consecuencias reales.  

Por ello, la intervención propuesta se orienta a fortalecer el control interno previo a 

la emisión de actos administrativos de terminación, no renovación o finalización de 

vínculos temporales, con especial atención en la motivación, la identificación de la  

necesidad institucional, el tiempo de permanencia del servidor, la existencia o no de 

concursos pendientes y el cumplimiento de las condiciones fijadas por la propia 

administración en contratos, nombramientos o acciones de personal. Esta orientación 

guarda relación con la doctrina sobre fundamentación e invalidez del acto administrativo, 

pues la motivación no puede entenderse como una frase decorativa dentro del acto, sino 

como la explicación jurídica y fáctica que permite controlar si la administración ac tuó 

dentro de sus competencias y sin arbitrariedad. 

Justificación y objetivo de la propuesta 

La propuesta se justifica porque el análisis realizado permitió advertir una de las 

formas en que la precarización laboral puede configurarse es mediante la repetición o 

prolongación de vínculos temporales ocupando el lugar de vínculos que deberían tener una 

respuesta institucional más estable, especialmente cuando se trata de contratos de servicios 

ocasionales y nombramientos provisionales utilizados sin una revisión suficiente de la 
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necesidad que los originó, de su duración real y de su relación con funciones que, en los 

hechos, siguen siendo necesarias para la entidad.  

En varios casos revisados, los servidores permanecieron durante años bajo figuras 

que no les otorgaban estabilidad plena, mientras la administración conservaba la 

posibilidad de finalizar el vínculo mediante fórmulas generales como necesidad 

institucional, intereses de la entidad o terminación unilateral, generando así una zona 

incierta entre lo que formalmente permite la ley y lo que materialmente ocurre con el 

trabajo de la persona, realidad que dialoga con los estudios que han advertido que el uso 

prolongado de contratos ocasionales puede convertirse en un mecanismo de precarización 

dentro del sector público ecuatoriano (Carrión, 2024). 

La justificación también se sostiene en la falta de uniformidad de la respuesta 

judicial, ya que algunos tribunales han dado mayor peso a la forma del vínculo para negar 

estabilidad o reintegro, mientras otros han puesto límites a la actuación administrati va 

cuando la entidad no respetó la temporalidad fijada en el propio nombramiento, aplicó un 

concurso defectuoso o pretendió desconocer un derecho económico nacido de una relación 

laboral mantenida por muchos años. Esta diferencia de criterios muestra que e l problema 

debería atenderse dentro de las propias instituciones, a través de herramientas que permitan 

a las Unidades de Administración de Talento Humano y a las autoridades nominadoras 

revisar con mayor cuidado cuándo se justifica una contratación temporal, cuándo 

corresponde renovar, cuándo debe convocarse a concurso y bajo qué razones puede 

emitirse un acto de terminación o no renovación. 

Desde esta mirada, la propuesta busca acortar la distancia entre el diseño normativo 

de la LOSEP y la forma en que sus reglas se aplican en la vida administrativa diaria, pues 
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la ley reconoce modalidades temporales, pero no las concibe como una estructura paralela 

de empleo público sostenida sin estabilidad, sin carrera y sin criterios claros de salida; en 

consecuencia, el objetivo general de la propuesta consiste en establecer lineamientos 

jurídicos e institucionales para orientar el uso, renovación y terminación de contratos de 

servicios ocasionales y nombramientos provisionales en el sector público ecuatoriano, con 

la finalidad de prevenir la desnaturalización de estas figuras, fortalecer la motivación de los 

actos administrativos y reducir situaciones de precarización laboral derivadas de vínculos 

temporales prolongados.  

De manera específica, la propuesta se orienta a que las entidades públicas 

justifiquen con mayor precisión la necesidad no permanente que da origen a un contrato 

ocasional o a un nombramiento provisional, revisen periódicamente la duración y 

reiteración de estos vínculos, activen alertas internas cuando una relación temporal 

empiece a extenderse más allá de lo razonable, y elaboren actos administrativos de 

terminación o no renovación con una motivación clara, suficiente y vinculada con hechos 

verificables.  

Lineamientos para el uso correcto de contratos ocasionales y nombramientos 

provisionales 

Los lineamientos para el uso correcto de contratos de servicios ocasionales y 

nombramientos provisionales parten de la idea de que estas figuras pueden ser necesarias 

dentro de la administración pública, pero solo conservan legitimidad cuando responden a 

una necesidad real, concreta y temporal, no cuando se convierten en una forma habitual de 

cubrir puestos que sostienen el funcionamiento ordinario de la institución. Por ello, antes 

de emitir un contrato ocasional o un nombramiento provisional, la Unidad de  
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Administración de Talento Humano debería elaborar un informe técnico y jurídico donde 

se explique con claridad cuál es la necesidad institucional que justifica la vinculación.  

Tabla 5 

Lineamientos para el uso correcto de contratos ocasionales y nombramientos 

provisionales 

Lineamiento Finalidad Criterio de aplicación Riesgo que previene 

Justificación de 

la necesidad no 

permanente 

Evitar 

contrataciones 

temporales sin 

sustento real 

La UATH debe explicar la 

necesidad concreta, 

duración estimada, 

funciones y razón por la 

cual no corresponde cubrir 

el puesto con personal 

permanente 

Uso ordinario de 

figuras excepcionales 

Control de 

duración y 

reiteración 

Detectar vínculos 

temporales 

prolongados 

Revisar renovaciones, 

tiempo acumulado y 

continuidad de funciones 

Desnaturalización de 

contratos ocasionales o 

nombramientos 

provisionales 

Vinculación con 

planificación de 

talento humano 

Conectar la 

contratación 

temporal con la 

estructura 

institucional 

Verificar si la necesidad 

corresponde a una vacante 

permanente, proyecto 

temporal o reemplazo 

específico 

Encubrimiento de 

necesidades 

permanentes 
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Activación de 

concursos 

cuando 

corresponda 

Evitar que la 

temporalidad 

sustituya la carrera 

administrativa 

Convocar concurso cuando 

la necesidad sea continua y 

el puesto deba regularizarse 

Permanencia 

indefinida sin acceso a 

carrera 

Registro de 

alertas de 

precarización 

Prevenir conflictos 

antes de la vía 

judicial 

Identificar casos con 

renovaciones sucesivas, 

funciones permanentes o 

nombramientos 

condicionados sin concurso 

Litigiosidad, 

inseguridad jurídica y 

afectación de derechos 

Fuente: Elaboración propia. 

El primer lineamiento consiste en exigir una justificación expresa de la necesidad no 

permanente, de modo que deba identificar el hecho concreto que origina la contratación, la 

actividad específica que se va a cubrir y la razón por la cual no corresponde crear o llenar 

una partida permanente. Esta exigencia se conecta con la propia lógica de la LOSEP, que 

reconoce los contratos ocasionales como figuras excepcionales, y con los estudios que han 

advertido que el uso prolongado de estas modalidades puede producir precarización laboral 

cuando se utilizan para cubrir tareas estables o permanentes dentro de la institución  

(Carrión, 2024).  

El segundo lineamiento se relaciona con la duración y reiteración del vínculo, pues 

toda contratación ocasional o nombramiento provisional debería contar con un seguimiento 

periódico que permita determinar si la necesidad inicial continúa siendo temporal o  si, por 

el paso del tiempo, ya revela una necesidad permanente que exige concurso, regularización 

o reorganización institucional. La administración no puede sostener por años una relación 
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laboral frágil y luego afirmar que el servidor nunca tuvo expectativa legítima alguna, 

especialmente cuando la misma entidad ha renovado contratos, ha emitido nombramientos 

sucesivos o ha permitido que la persona cumpla funciones ordinarias dentro de su 

estructura. En este punto, el rol de las Unidades de Administración de Talento Humano 

resulta decisivo, porque no solo deben tramitar contratos o acciones de personal, sino 

advertir cuándo la repetición del vínculo empieza a mostrar señales de desnaturalizac ión, 

como lo plantea Torres (2024) al analizar el papel institucional de estas unidades frente a 

los contratos ocasionales. 

El tercer lineamiento consiste en vincular toda modalidad temporal con la 

planificación del talento humano y con la convocatoria oportuna a concursos de méritos y 

oposición cuando la necesidad institucional sea permanente; si el puesto existe, si la 

función continúa, si el área requiere de manera constante esa actividad y si la persona ha 

sido renovada durante varios periodos, la entidad debería activar un proceso interno que 

determine si corresponde convocar el concurso respectivo, porque la excepcionalidad no 

puede convertirse en una espera indefinida. 

El cuarto lineamiento exige que los nombramientos provisionales respeten la 

condición temporal para la cual fueron otorgados, especialmente cuando el propio acto 

administrativo señala que el vínculo se mantendrá hasta la realización del concurso de 

méritos y oposición y la posesión de la persona ganadora. En esos casos, la administración 

no debería finalizar el nombramiento con una fórmula genérica basada en intereses 

institucionales si no demuestra que concluyó el período de temporalidad previsto, porque 

ello afecta la seguridad jurídica y la confianza legítima que la propia entidad generó en el 

servidor.  
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El quinto lineamiento propone implementar una matriz interna de alertas de 

precarización, que permita identificar vínculos temporales que superen determinados 

tiempos de permanencia, renovaciones sucesivas sin justificación suficiente, contratos que 

cubren funciones similares a las de servidores de carrera, nombramientos provisionales sin 

concurso convocado y actos de terminación sustentados en razones generales o poco 

verificables. Esta matriz tendría como finalidad obligar a la entidad a revisar su propia  

práctica antes de que el conflicto llegue a sede judicial, porque la precarización suele 

formarse lentamente, como una gotera administrativa que durante años parece menor, hasta 

que termina dañando la estructura de derechos y la propia continuidad institucional. 

Protocolo de motivación para terminación o no renovación del vínculo 

El protocolo de motivación para la terminación o no renovación de contratos ocasionales y 

nombramientos provisionales se plantea como una herramienta de control previo, orientada 

a evitar que la administración emita actos administrativos débiles, genéricos o 

desconectados de los hechos que justifican la decisión. Su finalidad es exigir que toda 

decisión orientada a terminar, no renovar o modificar un vínculo temporal se sustente en 

razones claras y coherentes con el régimen jurídico aplicable, debido a que incluso en 

modalidades que no generan estabilidad plena subsisten garantías relacionadas con el 

debido proceso administrativo, la seguridad jurídica, la confianza legítima y la prohibición 

de arbitrariedad. 
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Figura 1  

Ruta mínima para motivar la terminación o no renovación del vínculo temporal  

 

Fuente: Elaboración propia. 

El primer componente corresponde a los antecedentes del vínculo y exige identificar 

con precisión la modalidad de vinculación que se pretende terminar, no renovar o 

modificar; en dicha revisión se debe determinar el tipo de relación laboral exi stente, debido 

a que cada figura posee reglas distintas sobre duración y terminación. También debe 

reconstruirse el historial laboral mediante el tiempo de servicio, las renovaciones 

efectuadas, las funciones desempeñadas y los actos administrativos previos. En este 
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sentido, la fundamentación exige una relación coherente entre los hechos comprobados, la 

norma aplicada y la decisión adoptada, de modo que la causal invocada responda a las 

circunstancias reales del vínculo y a la finalidad pública perseguida  (Aponte, Benavides, 

Vaca, Chiliquinga , & Chiliquinga, 2024). 

El segundo componente se refiere a la causa concreta que sustenta la terminación, 

no renovación o modificación del vínculo; cuando la administración invoque la finalización 

de una necesidad institucional, deberá explicar por qué dicha necesidad dejó de exi stir; si la 

decisión responde a una reorganización, tendrá que identificar el cambio producido y su 

incidencia sobre el puesto. En los casos vinculados con un concurso, deberá señalarse el 

proceso correspondiente y la posesión de la persona ganadora, mient ras que las razones 

presupuestarias deberán demostrarse mediante información verificable que permita 

establecer su relación con la medida adoptada. 

El tercer componente comprende las condiciones jurídicas que rodean la relación 

temporal; en este punto debe verificarse si existen concursos pendientes, si el 

nombramiento estaba sujeto a una condición previamente establecida y si la administración 

generó una expectativa jurídicamente protegible mediante renovaciones sucesivas o 

comunicaciones que permitieran prever la continuidad del vínculo. La decisión deberá 

explicar la razón por la que resulta jurídicamente posible apartarse de esas condiciones, 

evitando afectar de manera injustificada la seguridad jurídica y la confianza legítima del 

servidor. 

El cuarto componente corresponde al control institucional previo y requiere que el 

expediente contenga los informes que justificaron la necesidad de la vinculación, las 

evaluaciones realizadas y la documentación relacionada con los concursos o acciones de 
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personal; la Unidad de Administración de Talento Humano deberá emitir un informe 

técnico, mientras que la dirección jurídica comprobará la correspondencia entre los 

antecedentes, la causal invocada y la normativa aplicable.  

Una vez examinados estos componentes, la administración deberá valorar si cuenta 

con elementos suficientes para emitir el acto; en el caso de que la causal no estuviera 

acreditada o el expediente se encuentra incompleto, corresponderá subsanar la 

documentación, corregir la motivación o abstenerse de adoptar la decisión. Si la revisión 

confirma la legalidad y suficiencia de los fundamentos, podrá emitirse un acto 

administrativo claro y susceptible de control, en el que se expongan los antecedentes del 

vínculo, la causa aplicable y las razones que justifican la terminación, no renovación o 

modificación. 

Matriz de control y alertas de precarización laboral 

La matriz de control y alertas de precarización laboral se plantea como un 

instrumento interno de revisión para las Unidades de Administración de Talento Humano, 

direcciones jurídicas y autoridades nominadoras, con el propósito de identificar a tiempo 

cuándo un contrato de servicios ocasionales o un nombramiento provisional empieza a 

perder su sentido temporal y se aproxima a una forma de vinculación permanente no 

regularizada. 

Esta matriz se justifica en razón de que los casos analizados muestran que la 

administración pública ha utilizado contratos ocasionales y nombramientos provisionales 

durante largos periodos, incluso cuando las funciones cumplidas por los servidores 

parecían responder a necesidades ordinarias de la institución, lo cual ha generado 

conflictos en cuanto a los derechos derivados de relaciones laborales prolongadas. En ese 
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sentido, la matriz permite trasladar los hallazgos de la investigación a una herramienta 

práctica, debido a que recoge las principales señales de riesgo identificadas en la 

jurisprudencia. 

Tabla 6 

Matriz de control y alertas de precarización laboral 

Indicador de 

control 

Señal de alerta Nivel 

de 

riesgo 

Acción institucional 

sugerida 

Duración 

acumulada del 

vínculo temporal 

El servidor permanece 

vinculado por varios periodos 

sucesivos mediante contrato 

ocasional o nombramiento 

provisional 

Medio 

/ alto 

Revisar si la necesidad sigue 

siendo temporal o si 

corresponde iniciar 

planificación para concurso 

de méritos y oposición 

Renovaciones 

sucesivas 

Existen renovaciones 

repetidas sin informe 

actualizado que justifique la 

necesidad no permanente 

Alto Exigir informe técnico y 

jurídico actualizado antes de 

cualquier nueva renovación 

Funciones 

desempeñadas 

El servidor cumple 

actividades ordinarias, 

permanentes o similares a las 

de servidores de carrera 

Alto Verificar si el puesto 

responde a una necesidad 

estructural y si debe ser 

regularizado conforme a la 

LOSEP 
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Concurso 

pendiente 

El nombramiento provisional 

fue otorgado hasta que se 

realice concurso, pero este no 

ha sido convocado o no ha 

concluido 

Alto Activar cronograma 

obligatorio para 

convocatoria, seguimiento y 

cierre del concurso 

Terminación o no 

renovación 

El acto administrativo usa 

fórmulas generales como 

“necesidad institucional” o 

“intereses de la entidad” sin 

explicar hechos concretos 

Alto / 

crítico 

Devolver el expediente para 

motivación reforzada antes 

de emitir el acto definitivo 

Expectativa 

generada por la 

administración 

La entidad ha renovado el 

vínculo por años o fijó 

condiciones de permanencia 

que luego pretende 

desconocer 

Alto Revisar seguridad jurídica y 

confianza legítima antes de 

terminar el vínculo 

Derechos 

derivados de 

permanencia 

prolongada 

Se pretende negar beneficios 

o efectos laborales por 

ausencia de nombramiento 

permanente, pese a una 

relación sostenida por años 

Alto / 

crítico 

Realizar análisis jurídico 

específico para evitar que la 

administración traslade al 

servidor las consecuencias de 

su propia omisión 

Registro 

documental 

El expediente no contiene 

informes de necesidad, 

evaluaciones, contratos, 

Medio 

/ alto 

Completar expediente antes 

de renovar, terminar o no 

renovar el vínculo 
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acciones de personal o 

antecedentes completos 

Fuente: Elaboración propia a partir del análisis normativo, doctrinal y 

jurisprudencial desarrollado en la investigación. 

La aplicación de esta matriz debería realizarse en tres momentos concretos; antes de 

emitir o renovar un contrato ocasional o nombramiento provisional, durante el seguimiento 

anual del vínculo y antes de cualquier acto de terminación o no renovación. De esta forma, 

la administración no esperaría a que el conflicto llegue a sede judicial para descubrir que 

no justificó correctamente la necesidad institucional, que mantuvo durante años una 

relación temporal o que incumplió la condición fijada en el propio acto administrativo. Este 

control previo también permitiría que la UATH asuma un papel más preventivo, capaz de 

advertir cuándo la temporalidad empieza a deformarse y cuándo el uso de figuras 

excepcionales puede convertirse en una fuente de precarización laboral, tal como han 

advertido los estudios sobre contratos ocasionales y gestión de talento humano en el sector 

público ecuatoriano (Torres , 2024). 

Además, la matriz debe comprenderse como una herramienta de responsabilidad 

institucional, porque cada alerta obliga a la entidad a tomar una decisión fundada, ya sea 

renovar con una justificación suficiente, convocar concurso cuando la necesidad sea 

permanente, corregir la motivación del acto, completar el expediente o abstenerse de 

terminar el vínculo si la administración no puede demostrar que se cumplió la condición 

temporal correspondiente.   
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Conclusiones y Recomendaciones 

Conclusiones 

La investigación permitió concluir que los contratos de servicios ocasionales y los 

nombramientos provisionales inciden en la precarización laboral de los servidores públicos 

ecuatorianos cuando dejan de responder a necesidades realmente temporales y se prolongan 

para cubrir funciones permanentes, debido a que esta práctica mantiene a las personas 

dentro de relaciones frágiles y bajo una constante incertidumbre respecto de su 

continuidad, pese a que la sola permanencia durante varios años no genera 

automáticamente un nombramiento definitivo, pues el ingreso estable al servicio público 

exige un concurso de méritos y oposición, la administración tampoco puede utilizar 

indefinidamente figuras excepcionales y después desconocer los efectos jurídicos y 

materiales producidos por una relación laboral que ella misma sostuvo. 

El análisis normativo evidenció que la Constitución de la República del Ecuador, la 

Ley Orgánica del Servicio Público y su Reglamento General construyen un régimen en el 

que la carrera administrativa es el camino ordinario para alcanzar estabilidad, mientras que 

los contratos de servicios ocasionales y los nombramientos provisionales poseen una 

naturaleza excepcional y transitoria, por lo que su legitimidad depende de la existencia de 

una necesidad concreta, limitada y debidamente justificada, en consecuencia, cuando estas 

modalidades se renuevan de manera sucesiva o se utilizan para atender actividades 

habituales de la entidad, se altera el sentido con el que fueron creadas y se debilitan los 

principios de trabajo digno, seguridad jurídica, igualdad y profesionalización del servicio 

público. 
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La comparación entre las modalidades de vinculación permitió determinar que los 

servidores de carrera cuentan con mayores garantías, mientras que quienes laboran 

mediante contratos ocasionales o nombramientos provisionales permanecen sujetos a 

decisiones de renovación, terminación o cese que amplían su exposición a la incertidumbre, 

diferencia que se vuelve especialmente problemática cuando personas sometidas a 

regímenes distintos desempeñan funciones semejantes y atienden necesidades 

institucionales permanentes, porque en estos casos la temporalidad se transforma en una 

forma de desigualdad material dentro de la propia administración pública.  

 

La revisión jurisprudencial mostró que no existe una respuesta completamente 

uniforme frente a la estabilidad de quienes permanecen durante años bajo vínculos 

temporales, puesto que algunas decisiones privilegian la denominación formal del contrato 

y la ausencia de concurso para negar estabilidad o reintegro, mientras otras examinan con 

mayor profundidad la conducta de la administración, la duración real del vínculo, las 

condiciones fijadas en el nombramiento, la legalidad de los concursos y los derechos 

nacidos de una permanencia prolongada, esta diferencia de criterios produce inseguridad 

jurídica, aunque también permite afirmar que la temporalidad no elimina la obligación 

estatal de motivar sus decisiones ni impide que los jueces corrijan actuaciones arbi trarias o 

reconozcan efectos jurídicos derivados de una relación laboral sostenida durante largos 

periodos. 

Los casos estudiados permitieron establecer que la motivación del acto 

administrativo constituye una barrera esencial frente a la arbitrariedad, debido a que la 

terminación o no renovación de un vínculo temporal debería explicar los antecedentes de la 
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relación, la causa concreta de la decisión, la permanencia o finalización de la necesidad que 

originó la contratación, la existencia de concursos pendientes y las condiciones creadas por 

la propia entidad, por ello, los lineamientos, el protocolo de motivación y la matriz de 

alertas propuestos constituyen herramientas pertinentes para detectar la desnaturalización 

de estas figuras antes de que el conflicto llegue a sede judicial, fortalecer el control interno 

y reducir prácticas de precarización laboral dentro del sector público. 

Recomendaciones 

Se recomienda que las instituciones públicas revisen de manera periódica los 

contratos de servicios ocasionales y los nombramientos provisionales vigentes, 

considerando el tiempo acumulado de vinculación, las renovaciones realizadas y la 

naturaleza de las funciones desempeñadas, con el propósito de identificar aquellos casos en 

los que una necesidad presentada inicialmente como temporal se ha convertido en 

permanente, ante lo cual deberá planificarse y convocarse el correspondiente concurso de 

méritos y oposición, evitando que la administración mantenga indefinidamente relaciones 

laborales frágiles o desconozca los efectos jurídicos producidos por su propia actuación.  

También se recomienda que las Unidades de Administración de Talento Humano 

fortalezcan el control previo a la emisión y renovación de contratos ocasionales y 

nombramientos provisionales mediante informes técnicos y jurídicos que expliquen la 

necesidad concreta que origina la vinculación, su duración estimada y las razones por las 

que no corresponde cubrir el puesto de forma permanente. 

Se recomienda que las entidades públicas incorporen dentro de su planificación del 

talento humano mecanismos destinados a detectar cuándo servidores sujetos a modalidades 

temporales cumplen funciones similares a las desarrolladas por personal de carrera o 
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atienden necesidades estructurales de la institución, pues en estos casos deberá evaluarse la 

creación, regularización o convocatoria de las partidas correspondientes, además de 

garantizarse un trato administrativo razonable mientras subsista el vínculo.  

Se recomienda que la Corte Nacional de Justicia, la Corte Constitucional del 

Ecuador y las autoridades competentes en materia laboral pública impulsen la construcción 

y difusión de criterios interpretativos claros sobre los efectos de la permanencia prolon gada 

bajo contratos ocasionales y nombramientos provisionales, sin desconocer que el ingreso 

definitivo requiere concurso de méritos y oposición, pero estableciendo parámetros 

comunes para valorar la duración del vínculo, la conducta de la administración, la 

confianza legítima, la motivación del acto y los derechos derivados del tiempo de servicio, 

de modo que controversias semejantes no reciban respuestas profundamente distintas y se 

fortalezca la seguridad jurídica. 

Adicional a lo expuesto, se plantea como recomendación implementar en las 

instituciones públicas el protocolo de motivación y la matriz de alertas de precarización 

laboral desarrollados en la investigación, disponiendo que todo acto de terminación o no 

renovación sea revisado previamente por la Unidad de Administración de Talento Humano 

y la dirección jurídica, quienes deberán comprobar los antecedentes del vínculo, la 

existencia de renovaciones, la causa concreta de la decisión, la situación de los concursos 

pendientes y el cumplimiento de las condiciones fijadas por la propia entidad, evitando así 

actos apoyados en expresiones generales y reduciendo el riesgo de arbitrariedad, 

litigiosidad y afectación de derechos. 

Finalmente se recomienda, que la Asamblea Nacional del Ecuador, junto con el 

Ministerio del Trabajo, estudien una posible reforma a la Ley Orgánica del Servicio 
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Público orientada a crear un procedimiento especial para revisar los casos de servidores 

que hayan permanecido cinco años o más con nombramiento provisional en un mismo 

cargo o ejerciendo funciones de carácter permanente. La propuesta debería exigir que las 

instituciones convoquen dentro de un tiempo oportuno al correspondiente concurso de 

méritos y oposición y que, al momento de calificar, se considere la experiencia acumulada 

mediante la asignación de un punto adicional por cada año completo de servicio a  partir del 

quinto año, con un máximo de diez puntos dentro de la calificación total. Este 

reconocimiento no supondría entregar de manera automática un nombramiento permanente 

ni declarar directamente ganador al servidor, sino valorar de forma objetiva la experiencia 

obtenida durante ese tiempo, sin eliminar las evaluaciones técnicas, los requisitos propios 

del puesto, la igualdad entre participantes ni el principio constitucional de mérito. También 

sería conveniente incluir una disposición transitoria para que este mecanismo pueda 

aplicarse a quienes, al entrar en vigencia la reforma, ya hayan cumplido el tiempo mínimo 

establecido. 
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